Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 57 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑORA SECRETARIA.- Tenemos una nota presentada por la señora Beatriz Benzano, que es 
representante del grupo de ex presas políticas, relacionada con un asunto a estudio de creación de un 
Juzgado especializado en investigación y seguimiento de crímenes de lesa humanidad y delitos 
sexuales. Está en la Carpeta N* 1015/2012, Distribuido N* 1623/2012. 


La señora Benzano presenta una nota solicitando información sobre el trámite que el 
Parlamento dio al reclamo por ellos planteado”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vista la naturaleza del tema y el hecho de que está citado el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería, quien ya se encuentra en esta Casa, propongo que posterguemos hasta la 
semana que viene el tratamiento de esta nota para definir los términos de la respuesta que se le dé. 


Si estamos de acuerdo, así procederemos. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, el señor Presidente del 
Directorio de UTE, el señor Director General de Secretaría del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y asesores.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación del Senado da la bienvenida al señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería, al señor Presidente del Directorio de UTE, al señor Director General de 
Secretaría del Ministerio de Industria, Energía y Minería, como también a los asesores que los 
acompañan. 


A continuación pasaremos a abordar el tema objeto de la convocatoria que, como saben 
nuestros visitantes, es un planteamiento realizado por el señor Senador Gallinal, a quien cedemos el 
uso de la palabra a efectos de que lo desarrolle. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes que nada, quiero agradecer al señor Ministro, al Presidente de UTE, al 
Director General de Secretaría y a sus asesores por la comparecencia en el día de hoy. 


Hace ya más de un mes hemos promovido este encuentro, cumpliendo con un mandato -esto 
quiero trasmitírselo especialmente al señor Ministro- que nos otorgó el Directorio del Partido Nacional; 
justamente por ese motivo en el día de hoy tenemos el gusto de compartir esta sesión con la presencia 
del Senador Heber, Presidente de nuestro Directorio. Nuestra intención es expresar claramente al 
Poder Ejecutivo cuáles son las diferencias que tenemos y, más aun, cuáles son -en el sentido político- 
los agravios de los que nos sentimos objeto, como integrantes de la oposición en primer lugar, y como 
colectividad política en segundo término. Asimismo, hacemos esto atendiendo la defensa que nos 
corresponde realizar de nuestros representantes en todos los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados y, en este caso en particular, de nuestro representante en el Directorio de UTE, 
ingeniero Antía, de quien no solamente tenemos la mejor opinión sino que además creemos que ha 
sido un digno integrante del Directorio de UTE. Más allá de su representación política, consideramos 
que el ingeniero Antía está ejerciendo sus responsabilidades con dedicación, estudio, trabajo y espíritu 
de colaboración. En consecuencia, entendemos que ni la oposición, ni el Partido Nacional, ni el 
ingeniero Antía se merecen una decisión de las características de la que ha adoptado el Poder 
Ejecutivo. 


Señor Presidente: este es un cuestionamiento que nosotros realizamos y que ojalá reciba la 
mejor disposición del Poder Ejecutivo para resolverlo. Este planteo es esencialmente de carácter 
político, aunque también tiene objeciones de carácter constitucional y legal. 


Todo comienza con un decreto que aprueba el Poder Ejecutivo, con la firma del señor 
Presidente de la República y el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, el 22 de febrero de 
2013, mediante el cual se modifica el Decreto N* 469, de 3 de setiembre de 1980, que a su vez es un 
decreto reglamentario de la Ley Orgánica de UTE, la N* 15.031, de 4 de julio de 1980. 


Básicamente, lo que nos agravia son las modificaciones en lo que hace a las mayorías que 
se necesitan a partir de dicho decreto para adoptar decisión en el Directorio de UTE. Nosotros creemos 
que ha sido una forma sutil y quizás involuntaria -ojalá prospere nuestro planteamiento- de desnudar a 
la oposición en el ejercicio de sus competencias. La oposición tiene una doble responsabilidad cuando 
ejerce un cargo en la Dirección de un Ente Autónomo, y esto lo digo con cierta propiedad porque 
integré el Directorio de un Ente Autónomo y también lo hice en representación de la oposición. 


Los integrantes de la oposición -si bien son propuestos por la oposición, son tan Directores 
como los demás- tienen la tarea de gobernar, de administrar el organismo, y es inexcusable la 
ausencia de sus pronunciamientos, ya sea a favor o en contra, en cada una de las decisiones que 
adopta el organismo, pero también tienen el deber de controlar a las mayorías que legítimamente cada 
gobierno constituye -aun cuando no cuenten con la mayoría parlamentaria- para poder gobernar el 
país. Felizmente en nuestra Constitución y en nuestro sistema político quien gana las elecciones 
gobierna. Aunque al momento de gobernar no disponga de las mayorías parlamentarias, ha sido una 
tradición en el Parlamento el conformarlas para que a través de ellas los organismos autónomos y 
descentralizados impriman una línea de acción; porque la línea de acción la imprime el gobierno a 
través del Presidente del organismo y de las mayorías en este caso. 


Aclaro que es legal que un decreto modifique a otro decreto, y en ese sentido no 
corresponderían objeciones. Yo dije que las objeciones son de carácter político en relación a un 
Director que ha ejercido la función de contralor y, como se dijera, lo ha hecho coadministrando, porque 
ha participado en todas las resoluciones y ha compartido y cuestionado decisiones muy importantes. 
Es más, muchas de las objeciones que en algún momento el Director Antía puso arriba de la mesa, 
cuestionando la posible adjudicación de licitaciones por encontrar que existían elementos de orden 
legal, fueron reconsideradas por el propio Directorio, que tomó las apreciaciones del ingeniero Antía 
como un aporte. Creo que esto le consta al Poder Ejecutivo. Entonces, ¿cómo no se va a sentir 
agraviada la oposición si no solamente existe una tradición política y un conjunto de antecedentes 
legales y reglamentarios que protegen la libre acción de los representantes de la oposición, sino que, 
además, todos estamos de acuerdo en que cuanto mayor es el poder, mayor tiene que ser el contralor? 
En este sentido, el primero que debe estar de acuerdo es el propio Gobierno, que quiere ser 
controlado, precisamente, porque dispone legítimamente de un monopolio, de las mayorías en el 
Parlamento y de las consecuentes mayorías en los Entes Autónomos. Resulta que cuando ese 
contralor empieza ejercerse en forma sistemática y con fundamento, a tal punto que el propio Directorio 
de UTE, con el consentimiento del Ministerio de Industria, Energía y Minería, da marcha atrás en 
algunas de sus resoluciones más importantes -no estoy diciendo que sea la intención- se encuentra el 
camino del atajo: de ahora en adelante, para poder tomar resoluciones en el Directorio de UTE, se van 
a disminuir las mayorías especiales que antes se exigían y que no impiden el normal cumplimiento de 
las funciones. Es más, como dije hace unos instantes, integré el Directorio de Antel y sé que el Estatuto 
y la Carta Orgánica en función de la cual se crea el Ente establecen que para destituir funcionarios se 
requiere unanimidad. Nunca, a ningún Gobierno se le ocurrió modificar, ni siquiera por ley, una 
disposición legal de estas características. Jamás en el Directorio de Antel -por lo menos mientras 
nosotros lo integramos- tuvimos diferencias al momento de llegar a la extrema decisión de tener que 
destituir a un funcionario. ¿Por qué? Porque se le daban todas las garantías del caso, del debido 
proceso -esto es, las posibilidades de defenderse, de aportar pruebas, de presentar descargos- y, 
luego, si había que destituir, se hacía sin titubeos, como sucede en el Senado, donde tampoco se 
necesitan mayorías especiales y, sin embargo, deben ser excepcionales los casos en los que llega un 
pedido de venia de destitución y algún señor Senador no lo acompaña. 


Elegir este atajo para coartar las posibilidades de un Director de Ente Autónomo es, señor 
Ministro y señor Presidente, un agravio a la oposición. Sentimos que nos van quitando los instrumentos 


y las herramientas para incidir, controlar, cuestionar, discrepar, coincidir y acompañar decisiones. Por 
eso en su momento trasladamos el tema al Directorio del Partido Nacional -lo trasladó también el 
Director Antía- y desde allí se nos encomendó esta tarea de convocar al señor Ministro en aras de 
encontrar una alternativa a este decreto que nos parece absolutamente inconveniente desde el punto 
de vista político, porque la oposición no merece un tratamiento de estas características, mucho menos 
a la luz de las decisiones que se han venido adoptando durante todo este tiempo. 


Este decreto ha generado un rechazo bastante generalizado dentro del organismo; ya no 
solamente es un problema del representante de la oposición. Hace tres años que en UTE se está 
llevando adelante una reestructura que se denomina “Proyecto Bambú”, cuya auditoría está a cargo de 
la consultora KPMG. A lo largo de estos años, absolutamente todos los funcionarios -a juzgar por la 
opinión que nos han dado quienes han integrado el Directorio- “se han puesto la camiseta” y resulta 
que ahora surgen cambios por vía de decreto que afectan intereses directos y legítimos, no solo de los 
funcionarios, sino muy especialmente del plantel de gerentes. La cabeza que manda en UTE se ve 
afectada. Pero ahí ya estamos entrando en temas de carácter jurídico y quiero terminar antes con los 
asuntos políticos, porque hay otra decisión adoptada por el Poder Ejecutivo que es inaceptable y que 
va de la mano con el decreto. 


El Directorio de UTE, integrado por cinco miembros, tenía dos cargos vacantes. Uno se 
produjo como consecuencia de la renuncia del Director Rey, hace aproximadamente un año. El Poder 
Ejecutivo hace uso de la facultad que le confiere la Constitución de la República, a mi juicio, 
flexibilizándola en exceso porque hace una designación transitoria ya que es mientras se logra sustituir 
al Director que ha cesado en el ejercicio de sus responsabilidades. El Poder Ejecutivo, como en este 
caso, puede nombrar al Director de otro Ente para que lo sustituya en determinadas sesiones, de 
manera de hacer quórum si es necesario o conformar mayoría, si es que el Gobierno necesita tener 
mayoría, que creo siempre la necesita. A raíz de ello y en sustitución del señor Rey, hace un año, el 
Poder Ejecutivo designó, sin venia del Senado, al señor Gómez, que en ese momento era Director de 
Ancap. Desde entonces y hasta la fecha el señor Gómez ha comparecido en forma permanente a 
todas las sesiones del Directorio de UTE; es un integrante más del Directorio, tal como si hubiera sido 
designado con venia del Senado. 


Bien, dejemos a un lado la elasticidad que el Poder Ejecutivo le ha dado a la norma 
constitucional. Hace pocas semanas llegó una solicitud de venia al Senado de la República para 
designar a la señora Cristina Arca en el lugar del señor Rey, y el Parlamento otorgó la venia 
correspondiente. En mi caso debo reconocer que lo hice ignorando lo que estaba sucediendo con el 
señor Gómez en sustitución del señor Rey. En definitiva, la señora Cristina Arca se incorporó al 
Directorio de UTE -si no me equivoco en carácter de Vicepresidente- pero el señor Gómez sigue 
concurriendo. O sea que el señor Rey tiene dos sustitutos: la señora Arca y el señor Gómez. Claro que 
esta circunstancia se da porque, a su vez -o quizá no tiene nada que ver- el sector Vamos Uruguay del 
Partido Colorado decidió retirar a todos sus integrantes de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados; en ese caso queda una vacante. Es decir que en el Directorio hay una vacante, tres 
representantes del Gobierno y uno de la oposición, que es el ingeniero Antía. Pues bien, ahora 
tenemos cuatro del Gobierno, pero de ellos hay dos que están en el mismo lugar. Además, el señor 
Gómez va a las reuniones del Directorio de UTE tal como lo hace su Presidente, es decir, con sus 
asesores y forma parte del equipo, lo que constitucionalmente no es correcto. No sé si eso fue un 
descuido o un olvido; quizá no se dieron cuenta de que se había producido una designación y que el 
señor Gómez está yendo al igual que la señora Arca -en este caso, con toda legitimidad- pero lo cierto 
es que hay dos personas en el lugar de una. 


Quiero agregar algo que el señor Ministro tiene muy claro: no es tarea fácil ser Ministro y 
tampoco lo es ser Ministro de Industria, Energía y Minería, porque en este caso hay que lidiar con 
intereses contrapuestos que muchas veces se dan -en estos tiempos eso sucede con particular 
intensidad- entre dos organismos energéticos, como lo son Ancap y UTE. Resulta que en la 
dirección y en la toma de decisiones de UTE participa un Director de Ancap mientras que, por otro lado, 
UTE y Ancap se van asociando en distintos emprendimientos. 


En consecuencia, todas estas consideraciones de carácter político, algunas de ellas muy 
teñidas de normas constitucionales y legales, no las podemos aceptar. Es más -y no conozco la opinión 
de mi Partido en ese sentido, sino solo la de algunos señores Legisladores- si en el día de mañana 


llegara una solicitud de venia del Poder Ejecutivo para designar a otro Director del Ente en lugar del 
representante del Partido Colorado y reúne las condiciones profesionales para desempeñar el cargo - 
desde ya que los votos del Frente Amplio los tienen, así que lo pueden nombrar- creo que también van 
a tener los votos de la oposición. Por lo tanto, uno se pregunta, ¿qué necesidad de hacer esta jugada 
que no tiene pies ni cabeza? Claro que después la complementan con el decreto; entonces, ahora, con 
el dos por uno de Rey, tienen posibilidades de hacer y deshacer, bajaron las mayorías y tienen cuatro 
en cinco. Se imaginarán que es muyy difícil para la oposición cumplir con sus responsabilidades de esta 
manera. Tendríamos que ir al enfrentamiento y con todos los temas que tiene el país, interpelar al 
señor Ministro por una grosera alteración de los códigos políticos, porque, repito, en estos casos, 
excepto en el nombramiento de Arca y la permanencia de Rey, no estamos hablando de objeciones de 
carácter jurídico, sino de carácter político. Esto nos duele mucho, por una razón bastante sencilla: 
aspiramos a ser Gobierno -creo que todo aquel que pertenezca a un partido político tiene la legítima 
aspiración de ser Gobierno y si no, que se dedique a otra cosa- pero nuestra constitución genética es 
más de oposición que de Gobierno, porque a nuestros antepasados, por generaciones y 
generaciones, les tocó ejercer las responsabilidades de la oposición. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos pasa lo mismo. 


SEÑOR GALLINAL.- Pero hay una diferencia, porque nosotros tenemos 100 años en eso; bueno, 93 
en forma consecutiva, para decirlo más claro. Tenemos una suerte de especialización en defender la 
Constitución y las normas legales, porque aun en la situación en que nos encontrábamos, fuimos 
nosotros, junto con otros partidos, los que llevamos una cantidad de garantías a la Constitución de la 
República para respetar a las minorías. Las revoluciones de 1904 y de 1897 -de las que ya han 
pasado tantos años- fueron en defensa de las minorías. No nos parece, señor Ministro, que se haya 
procedido con respeto hacia la oposición, las tradiciones e incluso hacia el propio Gobierno, porque 
como decíamos en algún momento, quien tiene mayorías propias necesita del contralor permanente 
para evitarse, hoy y en el futuro, dolores de cabeza. 


A todo esto se suman elementos de carácter jurídico porque, ahí sí, el decreto -a través de su 
artículo 1%, que modifica el artículo 2”- crea cargos de confianza. La Constitución dice especialmente 
que la creación de cargos de particular confianza requiere de ley. Sin embargo, aquí, por decreto, se 
establece que “El cargo de Gerente de División y los superiores en la actual estructura, y sus 
equivalentes en otras, se cubrirán mediante el mecanismo de encomendación de funciones. Para 
encomendar las funciones del cargo de Gerente General se requerirá mayoría absoluta del Directorio”, 
etcétera. O sea que, por un lado, se viola una norma constitucional -porque la Constitución establece 
en qué forma se pueden crear cargos de confianza- y, en segundo término, que es peor que lo primero, 
más allá de la violación de la Constitución, que es clara, porque sólo por ley se puede hacer -aunque 
en materia de violación de la Constitución a veces se intentan establecer grados y ya sabemos cuál es 
el dicho, no lo voy a repetir- se termina con la carrera administrativa. De Gerente de sector para arriba, 
el Directorio puede, por mayoría, encomendar funciones -ahora se requieren tres votos- y de esa 
manera se coartan las aspiraciones de todos los que son Gerentes de sector y aspiran a ocupar otro 
cargo. Si a cualquiera de nosotros mañana le tocara estar en una de esas empresas, seguramente 
querríamos poder seguir escalando legítimamente posiciones en la carrera administrativa. Por ese 
motivo se han promovido más de 300 recursos por parte de los Gerentes; los Gerentes de UTE han 
promovido 350 recursos contra este decreto del Poder Ejecutivo. Sin embargo, no han sido solamente 
los Gerentes de UTE, es decir, los que tienen un interés directo en esta situación -porque ven que 
ahora dependen solamente de que la mayoría del Directorio les encomiende las funciones- los que han 
llevado adelante esta acción, sino también los sindicatos. Así, pues, el sindicato que nuclea a los 
mandos medios -APROM, de reciente constitución- ha recurrido institucionalmente este recurso. Se me 
podrá decir que como sindicato no tienen un interés directo. Sin embargo, lo recurrieron y, lo que es 
más grave, AUTE recurrió el decreto. El gremio de la UTE, que conocemos de toda la vida y nuclea a 
prácticamente a todos sus funcionarios, se siente agraviado por este decreto porque cree que, 
efectivamente, coarta la carrera administrativa. Quizá una parte importante de ellos no llegue nunca a 
ocupar el cargo de Gerente de sector, pero sienten que se les pone un techo y que de ahí para arriba 
se llega solamente por decisiones y acuerdos políticos. Insisto: se me podrá decir que en el caso de los 
sindicatos no tienen legitimidad activa  -como se dice en la jerga jurídica- para promover el recurso, 
pero políticamente tiene una enorme significación que ambos sindicatos lo hayan recurrido, como la 
tienen los 350 recursos que interpusieron los Gerentes. 


Siguiendo con los cuestionamientos de orden jurídico, nos encontramos con el caso del 
Gerente General. ¡Creo que el Directorio de UTE y el Gobierno se la veían venir! Hubo un Gerente 
General que, en forma contraria al Derecho, fue desinvestido de su condición. Me refiero al Gerente 
Pombo, a quien todos conocemos. Luego, una sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
obligó a la UTE a reintegrarlo a su cargo. Pues bien, el decreto a que hacemos referencia modificó las 
atribuciones de la Gerencia General. En este caso sí, el decreto es ilegal, porque no puede modificar 
las atribuciones que la ley le otorga a la Gerencia General. El Gerente General tiene la 
superintendencia del organismo, pero la deja de tener a través del decreto que ha firmado el 
Presidente de la República con el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. Entonces, no 
solamente se van llenando todas las posiciones para que el Directorio pueda ir resolviendo cada uno 
de los casos -hasta el punto de nombrar a los Gerentes de Sector con mayor categoría que 
entienda conveniente, simplemente atribuyéndoles funciones-; no solamente se establece la posibilidad 
de recortar las competencias del Gerente General, sino que, además -volvemos a lo primero- se 
modifican las mayorías para adoptar resoluciones y se deja afuera total y definitivamente a la 
oposición. ¡Obviamente que el Gobierno hace y deshace impidiendo el contralor! ¡Podrían haber 
aprobado una ley! Si estaban tan convencidos de que ese era el camino correcto, me pregunto: ¿por 
qué no mandaron un proyecto de ley modificando la Carta Orgánica de UTE? De esta forma nos 
hubiéramos quedado sin argumentos jurídicos, no ya políticos, que los seguimos manteniendo. Pero 
no; se prefirió utilizar este camino, que plantea un problema muy serio -más allá del tema político- que 
es el clima que genera dentro de la Administración de UTE. Creo que quienes están hoy reunidos aquí 
coincidirán conmigo en que no es un buen clima que la mayoría de los principales gerentes de una 
institución -sobre todo, de la relevancia de UTE, con los proyectos fundamentales que está llevando 
adelante en este momento y con las decisiones de enorme dimensión que está tomando- esté 
recurriendo una decisión tan importante. Reitero, este no es un buen clima de trabajo y mucho menos 
en momentos en que se está implementando una reestructura de las características de la que se está 
llevando adelante. 


Pregunté al Director Antía cómo era el tema de la reestructura con respecto de los 
funcionarios y, precisamente, me dijo que todos tenían puesta la camiseta de la reestructura. Claro, 
ahora se la empezaron a sacar porque es lógico que el Gerente de sector quiera ser Gerente de 
división y que este, a su vez, quiera ser Gerente General. Esto es absolutamente lógico, pero además 
forma parte de nuestros postulados. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo ya tiene varias 
sentencias en las que reconoce que la carrera administrativa que la Constitución de la República 
admite para la Administración Central es válida también y se impone para los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. 


En fin, señor Presidente, es verdad que me extendí, pero quería poner de manifiesto el tema a 
los compañeros del Cuerpo para que estuvieran bien ilustrados al respecto a pesar de que hoy, 
teniendo en cuenta los problemas del país y de la región, quizás no sea evidentemente uno de los 
grandes asuntos a tratar. 


Nosotros descartamos desde el arranque la posibilidad de realizar una interpelación por un 
tema de estas características, aunque ello podría corresponder después de una reunión de Comisión 
de esta naturaleza. ¿Por qué? Porque aquí está en juego, no la democracia, pero sí la calidad de 
democracia que tiene el país, por lo menos en la UTE, desde el día en que se aprobó el decreto en 
cuestión. Este es el tema, señor Presidente, señor Ministro y señor Presidente de UTE, que más nos 
preocupa, y no nos sirve el argumento de que el decreto no se ha aplicado. Todavía no se ha aplicado, 
pero está ahí, como una espada de Damocles que no aceptamos, que nadie acepta, como tampoco lo 
hace el clima de la propia organización. 


Nosotros aspiramos, y así lo conversamos dentro del Directorio del Partido Nacional -en un 
tono de respeto, como siempre debe ser- a buscar ámbitos de entendimiento donde cada uno pueda 
seguir cumpliendo con los roles para los que fue elegido. El Gobierno, el señor Presidente Mujica con 
su fuerza política, fueron elegidos por este pueblo para gobernar el país; nosotros, lamentablemente, 
en esta oportunidad no lo fuimos, pero sí nos eligieron para otras responsabilidades: legislar y 
controlar. 


Todos festejamos el entendimiento que alcanzamos con el Presidente Mujica días antes de 
que asumiera sus responsabilidades y debo decir, señor Presidente, señor Ministro, que de todos los 


acuerdos programáticos que se celebraron, por ahora sólo queda uno en pie. Estoy hablando del 
acuerdo energético, que se está hamacando; hay un viento que no le permite estar tan erguido como 
hace algunos días. No creo que haya necesidad de seguir soplando para que se caiga, mucho menos 
cuando se trata de la posibilidad de ejercer nuestra responsabilidad. 


Tenemos la obligación de hacer esto porque de lo contrario no mereceríamos ejercer la 
responsabilidad que se nos otorgó por parte de la ciudadanía. 


Este es el planteamiento que queríamos realizar, más allá de que los demás compañeros de 
la Comisión también opinarán lo que quieran, muy especialmente nuestros compañeros de Partido. Es 
la primera vez que el señor Senador Heber nos acompaña en la Comisión de Constitución y 
Legislación, aunque sabemos que el señor Ministro lo ha visto muchas veces en la de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder la palabra al señor Ministro, me permito compartir con ustedes 
la curiosidad que sentí cuando leí la expresión “encomendación de funciones” que utiliza el decreto. 
Consulté el diccionario y verifiqué que no existe la palabra “encomendación”. La acción y efecto de 
encomendar es “encomienda”. De todos modos, los temas que nos ocupan hoy no son gramaticales 
sino políticos y jurídicos. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes, señor Presidente y señores Senadores. Muchas gracias por la 
invitación y por la oportunidad de compartir visiones. El señor Senador abordaba el tema desde una 
óptica política y jurídica pero, en definitiva, tendiendo al intercambio y al entendimiento. 


En primer lugar, debo decir que partimos de una visión claramente diferente en lo que hace a 
la dirección de esa empresa pública en particular, aunque tal vez podemos concluir que se trata de 
ángulos distintos. 


En segundo término, señalo que discrepamos directamente con los reparos que se esgrimen 
frente a los elementos jurídicos y a continuación veremos cuáles son los fundamentos 
constitucionales y legales que los avalan. 


En cuanto al tema conceptual -luego cederemos la palabra al señor Presidente de UTE y a 
nuestros asesores- permitaseme manifestar que en el decreto no hubo, no hay ni habrá ninguna 
intención de agravio a una colectividad política. En definitiva, se trata de un decreto que regula una 
mejor forma de funcionamiento de una empresa que tiene la característica de ser pública y, por lo 
tanto, se rige por determinadas normativas legales, constitucionales y derivadas de su Ley Orgánica. A 
su vez, es una empresa que debe funcionar en forma eficiente y, en este caso, transformar un ámbito 
como el energético. La visión que se tuvo cuando se redactó el decreto fue la de mejorar las 
herramientas para una gestión que tiene como base ni más ni menos que la provisión de energía 
eléctrica para el país. No se dicta un decreto para una persona. Hemos trabajado con el Director Antía 
en los distintos gabinetes energéticos, y el decreto trasciende -hasta que otro lo cambie- la idea de que 
podamos estar legislando -en este caso, más bien decretando- para una situación en particular. Aquí, 
de lo que se trata es de que las empresas públicas en este período han tenido y tomado un cierto 
liderazgo, basado en que durante muchos años la inversión en muchas infraestructuras y demás 
fueron relativamente bajas y que la eficiencia y la necesidad de adelantar en esos temas han hecho 
que, claramente, debamos tomar medidas, respetando las leyes y decretos, para que en este caso sea 
una empresa que funcione lo más eficientemente posible y cuente con una estructura lo más parecida 
a cualquier organismo que tiene que ejecutar acciones. Entonces, partimos de una diferencia 
conceptual: de una contraposición entre UTE y Ancap. Por ejemplo, en el acuerdo energético al que 
hizo mención el señor Senador, el plan estratégico marcó, en el año 2010, que ya no son elementos 
contrapuestos o aislados de un sistema, sino que hay un plan guiado por el Poder Ejecutivo que tiene 
como finalidad diversificar la matriz, etcétera. No voy a hablar demasiado sobre el tema, así el viento 
no nos cambia. De todas maneras, el punto fundamental es que estamos en un sistema -y ese sistema 
energético tiene funciones que cumplir según su Ley Orgánica- y tenemos un plan general, un plan 
estratégico que se continuó. Entonces, no vemos que existan intereses contrapuestos, aunque en 
algún tema puntual de negociación comercial, lógicamente se puede ver qué es lo más conveniente y 
demás. Pero, en definitiva, hay una política general que tiene que ver con lo siguiente: cómo dotamos a 


este país de la suficiente cantidad de energía en forma eficiente, cómo dotamos de energía eléctrica y 
de otros tipos, cómo lo hacemos. En este sentido, hemos tenido muy buenos grados de acuerdo, por 
lo que vuelvo a insistir que no hay -no la hubo ni la habrá- específicamente ningún tema relacionado 
con agravios. 


Voy a citar dos ejemplos relativos a diferentes visiones con respecto a estos temas. En este 
caso, la visión, está encaminada claramente a instrumentar, a implementar los cambios que son 
necesarios para el país; así, de una visión de organismos aparentemente contrapuestos, tenemos una 
visión de política energética total. Entonces, lo que se visualiza, lo que se ve de afuera, desde la 
población, es el suministro y no en balde hace ya muchos años que esta Administración -así como las 
anteriores- es considerada en segundo lugar dentro de los países de América Latina en cuanto a 
robustez del suministro de energía, a pesar de que en determinado momento hayamos tenido que 
comprar. En definitiva, en todo momento, estamos buscando -realizando las inversiones y 
transformaciones necesarias- hacer de estas empresas organismos que a la vez sean eficientes y 
complementarios en su accionar, porque la energía es una sola y tenemos que darla de diferentes 
formas. 


Como bien dijo el señor Senador -y es el espíritu que sigue manifestándose- el 2010 fue el 
año de actuación de Directores de la oposición, puesto que estos temas son de tal entidad y de una 
largura en cuanto al tiempo que merecen, al igual que el decreto, la búsqueda de sistemas más 
eficientes. Cuando hablamos del tema energético hay que tener presente que los contratos se hacen 
por 15 o 20 años, y está muy bien el sistema que se impuso de contar con personas de distintos 
partidos en la conducción de los entes además de las del partido de Gobierno. En definitiva, desde ese 
punto de vista la tarea de control no colide de ninguna manera con los cambios que se han hecho, que 
están referidos especificamente a no dejar estructuras anquilosadas o marcar lo que es 
responsabilidad con autoridad, con excelentes funcionarios como hay en UTE. Porque, ¿quién va a 
negar que los funcionarios de UTE son excelentes? La inmensa mayoría de los organismos - 
posiblemente todos- tienen buenos funcionarios, gente que trabaja muy bien. En este momento 
estamos haciendo un acuerdo en general con todas las agrupaciones políticas, puesto que había que 
introducir los cambios necesarios en materia de energía eólica, lo que requiere instrumentación, 
empuje y demás. 


Por eso decía que tengo diferencias conceptuales, pero no hay contraposición ni ningún tema 
de agravio, sino que hay control y eso se mantiene con la presencia en el Directorio. Lo que hay son 
cambios, como en toda empresa, que acá se demoran más por la característica de ser una empresa 
pública, que tiene su contralor y bienvenido sea; pero se trata de cambios que adecuan a las 
empresas a la época en que vivimos. Digo esto porque estamos hablando de un decreto del año 1980 - 
que bien se mencionaba- y los señores Senadores podrán imaginar los cambios que ha habido desde 
entonces, no solo por el momento muy particular en el que se dictó el decreto, sino porque, en 
especial, las formas de administración han sido mejoradas. Lo que buscamos desde el punto de vista 
conceptual no tiene que ver con el hecho de agraviar o de dejar o no en minoría algunas propuestas, 
pero eso va a quedar claro cuando pasemos a las partes jurídicas específicamente. Lo que hay aquí 
son modificaciones que van por el camino que mencioné anteriormente: de cómo se manejan las 
empresas y cómo deben considerar las posibilidades de instrumentar ese plan energético general que 
tiene el país. 


Es evidente que UTE ha venido trabajando con una muy buena relación entre sus 
funcionarios, a pesar de que ha habido algunas diferencias. Coincido con que el decreto puede incidir 
en algún caso y, para ser precisos, debo decir que tenemos treinta recursos. Posiblemente el señor 
Senador esté manejando la cantidad de personas que hay en cada recurso, pero técnicamente son 

-como dije- treinta recursos. 


SEÑOR GALLINAL.- Son recurrentes. 


SEÑOR MINISTRO.- Exacto, coincido con el señor Senador, pero deberíamos dejar el tema por ahí 
porque si no, nuestro departamento jurídico, no daría abasto con todo. 


A pesar de las diferencias conceptuales que tenemos desde el punto de vista general, 
evidentemente hay coincidencias. Creo que la reestructura del Proyecto Bambú afecta a funcionarios -y 
así se manifiesta- pero entra dentro del plan de reestructura que busca una mayor eficiencia de la 
empresa luego de muchos años de no tener los sistemas de responsabilidad, de autoridad ni de 
delegación correctamente diseñados. 


Podemos ir viendo cada uno de los puntos -creo que el señor Senador hacía bien en marcar 
algunos puntos críticos que tiene el tema- pero me gustaría empezar con esta diferencia conceptual 
bastante importante en cuanto a que no hay, como decía, un manejo más que dirigido hacia lo que 
hemos expresado con mucha claridad sobre lo que el país tiene que instrumentar y alcanzar en materia 
de infraestructura en general y en materia energética. Entonces, podríamos pasar a los elementos 
jurídicos para después poder tomar lo que bien decía el señor Senador, que son los ámbitos que 
hemos tenido durante estos años y que todos aspiramos a seguir manteniendo. 


Para ello voy a solicitar la palabra para el señor Presidente de UTE a los efectos de que nos 
ilustre sobre cada uno de estos puntos. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Quisiera comenzar haciendo una breve referencia a los actuales 
compañeros de trabajo. Con Enrique Antía hemos logrado trabajar de una forma muy buena en el 
Directorio; en muchos casos, he llegado a convencerlo y en otros, él lo ha hecho con su aporte. Es una 
persona que tiene mucha experiencia en gestión y con la cual estamos trabajando realmente bien en la 
UTE. 


Por otro lado, quiero decir que me hago cargo de haberle pedido al señor Presidente que 
designara transitoriamente a Juan Gómez en virtud de las responsabilidades que implica llevar 
adelante un Directorio sin dos de sus integrantes, tal como ocurrió el año pasado. Entonces, Juan 
Gómez fue designado transitoriamente frente a la situación de que el Directorio no estaba completo; no 
fue una designación nominativa asociada con una persona sino, simplemente, que como el Presidente 
constató que había una dificultad de funcionamiento, le pedí que reforzara el Directorio. En particular, 
debido al trabajo que estamos llevando adelante con Ancap, nos pareció muy adecuado incorporar a 
Juan Gómez puesto que, precisamente, el trabajo en conjunto en la planta regasificadora generaba 
vasos comunicantes mostrando que efectivamente somos un holding, una empresa que coordina sus 
brazos ejecutores, en la cual UTE y Ancap refieren al sector energético. Por lo tanto, está claro que la 
situación de Gómez es transitoria y alcanzará con que el Partido Colorado proponga un candidato que 
reemplace al doctor José Garchitorena, quien para nosotros fue una pérdida muy importante. Con José 
veníamos trabajando muy bien; era excelente tenerlo como integrante del Directorio, no solo por su 
formación profesional sino que, además -y hablando nuevamente de los vasos comunicantes- nos traía 
la experiencia de Ancap. Estamos hablando de una persona que, en el período pasado, fue elegido 
Gerente de Compras en Ancap mediante un mecanismo competitivo, y que realmente aportaba mucho 
en el Directorio. Además, él era miembro del Directorio de Gas Sayago S.A. y con él trabajamos muy 
bien. Quería aclarar que Juan Gómez es Vocal, al igual que Cristina Arca. El Vicepresidente de UTE es 
el ingeniero César Briozzo. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Gómez y el representante del Partido Colorado nunca coincidieron en el 
Directorio? 


SEÑOR CASARAVILLA.- No, señor Senador. 


En cuanto al tema constitucional -en todo caso, después podemos avanzar y los letrados nos 
iluminarán a este respecto- la ley no establece ningún tipo de mayorías. Incluso, podría ser dudoso que 
la reglamentación de una ley discerniera sobre el tema de con qué mayorías se hace qué cosa. Está 
muy claro que este decreto mejora con respecto al del año 1980, en el cual se establecía qué mayorías 
podían hacer qué cosa en el marco de un decreto, puesto que tiende a restituir lo que es natural. Si en 
su momento el Legislador no estableció un criterio de mayorías especiales en la ley, quiere decir que 
vale lo establecido para cualquier república como la nuestra: mayoría simple de presentes. Con 
cualquier agregado de limitar las mayorías o establecer mayorías especiales podemos entrar en un 
terreno escabroso y creemos que con nuestra propuesta mejoramos en ese aspecto. 


En realidad, el decreto no hizo otra cosa que llevar a los hechos lo que venía pasando hacía 
muchos años en UTE. Si uno analiza la situación, verá que en la mayoría de los cargos de alta 
gerencia se ha puesto en práctica la encomendación de funciones. De los treinta cargos que suponen 
División, Área y Gerencia General, hay cinco o seis que no son por encomendación de funciones. Esa 
ha sido una práctica usual. Simplemente en el año 2005 se estableció un procedimiento competitivo 
por el cual se mejoraban las garantías para los funcionarios. El Directorio es el que tiene la 
responsabilidad de la dirección de la empresa y, por eso, una vez que se dictó el decreto y para que no 
quedaran dudas de cuál era la motivación de nuestros actos, resolvimos que para los cargos de 
Gerente de División -que son unos 22- se hiciera un llamado para la encomendación de funciones por 
un proceso competitivo. Hace muchos años que hay una reglamentación vigente y es la que se aplica 
en UTE. Justamente fue un aporte que se hizo en el año 2005 para racionalizar cómo se venía 
haciendo la designación de las personas en los respectivos cargos. 


Un tema al que se hizo referencia es que el decreto desoía a la ley en lo que tiene que ver 
con el Gerente General. De hecho, según el artículo 22 se respeta totalmente el decreto. Basta leer lo 
que dice el artículo 21 del decreto del año 1980: “El Gerente General es el funcionario permanente 
superior del organismo, y en tal carácter le corresponde, sin perjuicio de las atribuciones que se 
detallarán, la superintendencia de la administración total del ente de acuerdo a las Reglamentaciones y 
actos que dicten el Directorio o el Presidente”. Lo que se establece en el decreto es lo siguiente: 
“Sustitúyese el artículo 21 del Decreto N* 469/980 de 3 de setiembre de 1980, por el siguiente: 


“Artículo 21.- El Gerente General es un cargo permanente del organismo al que corresponde 
coordinar el funcionamiento de la Institución de acuerdo a las directivas, tareas y responsabilidades 


que se determinen por el Directorio o el Presidente”. 


Por tanto, el decreto no choca para nada con lo que establece la ley. Lo que estaba mal era 
que en la reglamentación, que se hizo en los años ochenta, se establecía cuáles eran las tareas del 
Gerente General. En cambio, lo que prevé la ley es que el Directorio o el Presidente es quien 
determina esas tareas, y eso es lo que hemos retomando. Tanto es así que esto se hizo en un 
momento particular en donde lo que se quería, en realidad, era ordenar la casa, pero no para aplicar 
nada en concreto. A los pocos días de aprobarse esta normativa, el propio Directorio dispuso -a 
propuesta mía, por supuesto- cuáles eran las tareas del Gerente General. Y si uno revisa el listado, 
más allá de que se cambió en algo la redacción para aggionarla a los tiempos modernos, se verá que 
se trata de las mismas responsabilidades que ya figuraban en el anterior decreto reglamentario. Por 
consiguiente, aquí no identifico ningún cambio, animosidad ni intención, más allá de ordenar la casa. 
No tiene ningún sentido que en un decreto reglamentario se establezcan de manera taxativa todas las 
tareas de un Gerente General; la ley establece que ello es responsabilidad del Directorio o del 
Presidente. 


En la UTE estamos transitando por una transformación muy grande, que no es solo lo que se 
está haciendo en cuanto al cambio de la matriz eléctrica, que no es poca cosa; siento que el organismo 
cruje porque estamos creciendo. Todos los días estamos teniendo un desafío nuevo y, realmente, 
confirmo lo que se ha dicho en esta Sala: los funcionarios de UTE tienen la camiseta puesta, y gracias 
a ello es que estamos sacando adelante muchas cosas. Los funcionarios se doblegan, se multiplican, 
están realmente trabajando en equipo. 


Justamente, la encomendación de funciones es algo que se está analizando a nivel nacional, 
por ejemplo, en el Estatuto del Funcionario Público, pero ello tiene que ver con el Proyecto Bambú, es 
decir, con uno de los ejes fundamentales de la transformación que se está dando en la UTE, que no es 
solo una reestructura de algunos lugares, sino que tiene que ver con el modelo de gestión que se 
propone en dicho proyecto, o sea, un modelo de gestión por competencias. Y claramente eso nos 
pone de cara a un siglo XXI, en el que necesitamos tener empresas modernas, eficientes y que tengan 
una capacidad de gestión. Una empresa del dominio industrial, como la UTE, es una estructura de 
toma de decisiones, y estoy tomando palabras del propio Gerente Carlos Pombo, con quien hemos 
podido trabajar en este último año y medio ya que volvió a la Gerencia General. Por tanto, estamos 
trabajando en equipo, sacando las cosas que hay que hacer. La UTE es una estructura de toma de 
decisiones y para eso necesitamos los mejores en los mejores lugares. Y, por supuesto, también 
tenemos la racionalidad de la gestión. 


Está muy clara la participación de la oposición, cosa que es histórica en la UTE. Es la primera 
vez en cien años de historia del organismo que tenemos un Directorio integrado por tres partidos 
políticos. Y realmente eso fue un gesto del señor Presidente que se llevó a la práctica y hemos podido 
funcionar muy bien en ese contexto. Obviamente, esto se hizo en el marco de un acuerdo 
multipartidario, que nos dio un ámbito de referencia y que nos ha permitido trabajar en base a mucho 
diálogo y entendimiento. Pero control no es gestión, y la responsabilidad de la gestión la tiene el Poder 
Ejecutivo, la tengo en mi persona y en los Directores de la mayoría. Por tanto, es razonable entender 
que cuando se llega a un Directorio que tiene una responsabilidad de gestión, hay que tener un mínimo 
de discrecionalidad -y eso no es arbitrariedad- para elegir a los colaboradores inmediatos para llevar 
adelante la tarea. Si eso se quiere interpretar como que se va a favorecer a un funcionario de 
confianza, aclaro que lo descarto de plano, pues no es la idea. En la UTE siempre se ha elegido el 
personal de alta gerencia entre los propios funcionarios, y no tendría inconveniente en que eso se 
estampara en una resolución de Directorio. De hecho, en la resolución de Directorio -tomada 
recientemente, luego de que se emitió el decreto- que establece que a todos los cargos de División se 
accede por concurso de encomendación de funciones, de alguna forma está diciendo eso claramente. 
En definitiva, a mí me mueve la racionalidad. 


Por otra parte, quiero referirme a algo que no es menor. Hay que tener en cuenta el momento 
que se elige para proponer este cambio. En lo personal, el primer día que me invitaron a participar en 
la Presidencia de UTE leí los reglamentos y dije que era absurdo. Incluso, no existen muchos 
antecedentes en el Estado en este sentido, relativos a cómo se eligen las mayorías para designar 
Gerentes o al tema de destitución de funcionarios. Realmente, UTE era un caso muy particular, pues 
teníamos algo que se decidió en los años ochenta, vaya a saber con qué motivación, pues no se 
trataba de Legisladores ni de autoridades democráticamente elegidas, por lo que no sabemos bien con 
qué criterio lo hicieron. Claramente, no se pensaba en ese momento en el criterio que nosotros ahora 
estamos empleando. Por lo tanto, quiero decir que se eligió un momento neutro; podríamos haber 
planteado esto al inicio de la gestión, pero no era el momento para hacerlo pues estábamos tratando 
de construir. Reitero: elegimos un momento neutro; además, esto no se aplicó hasta ahora para nada y, 
es más, no visualizo que a corto plazo lo tengamos que aplicar. Este es un tema de ordenamiento y 
racionalidad. Es decir, no puede suceder que un ingeniero, cuando se le da una responsabilidad de 
gestión, deba analizar cuáles son las reglas de juego, advirtiendo que no son razonables. Digo esto 
porque no eran razonables las mayorías que había para proceder a la destitución, ni que para elegir a 
un Gerente de sector se necesitara la unanimidad de los miembros del Directorio. Pensemos qué 
empresa se puede gestionar con esas reglas de juego; no tiene sentido. Si se debe hacer concurso, se 
hace; en UTE los Gerentes de sector se eligen por concurso, y en este caso ni siquiera está en el 
ámbito de lo que estamos considerando, que tiene que ver con encomendación de funciones. Por lo 
tanto, esto para mí significa -al menos con la formación que tengo- simplemente aplicar racionalidad y 
sentido común. 


No sé si estas respuestas referentes a la legalidad del decreto y el alcance de las 
resoluciones fueron suficientes ante los cuestionamientos esencialmente legales que se hicieron. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor Senador ha hecho un muy completo repaso de todos los temas y me 
parecía que faltaba considerar alguno más. 


El tema constitucional está presente en el artículo 63 de la Constitución de la República, que 
establece: “Los Entes Autónomos comerciales e industriales proyectarán, dentro del año de 
promulgada la presente Constitución, el Estatuto para los funcionarios de su dependencia, el cual será 
sometido a la aprobación del Poder Ejecutivo. 


Este Estatuto contendrá las disposiciones conducentes a asegurar el normal funcionamiento 
de los servicios y las reglas de garantía establecidas en los artículos anteriores para los funcionarios, 
en lo que fuere conciliable con los fines específicos de cada Ente Autónomo”. En el caso concreto de la 
Ley Orgánica de UTE, en ningún sistema se fija este tema. Menciono esto porque se habló del tema 
constitucional. En ese sentido, pensamos que estamos dentro de los marcos constitucionales del 
artículo 63 de la Constitución. 


Se podría hacer un extenso repaso de otras modificaciones para mostrar cómo el sentido va 
justamente en la línea de estrategia política, implementación e instrumentación, conservando los 
aspectos políticos del acuerdo que muchos respetamos y que, además, han tenido un efecto positivo 
en estos tres años. Por ejemplo, en el artículo 1% del decreto 63/2013, donde se dice: “Proyectar, de 
acuerdo a las políticas sectoriales que conduce el Poder Ejecutivo, los lineamientos generales de 
política, y las metas y objetivos para la Institución”, se modifica el literal a) del artículo 2% del decreto 
469/1980, que establece: “Proyectar, de acuerdo con los planes de gobierno, los lineamientos 
generales de política”, etcétera. Hay que tener en cuenta que lo que son políticas que se acordaron 
entre los cuatro partidos, dejan de ser planes de gobierno y pasan a ser políticas estratégicas de largo 
plazo. Los literales b) y c) se encuentran totalmente en la misma línea. 


Quiere decir -no quiero extenderme sobre el tema- que el enfoque que se ha dado -y que ya 
fue explicado por el Presidente de UTE en su primera intervención- tiende a actualizar un decreto de 
los años ochenta para brindar los mecanismos de gestión adecuados, y no está dirigido a ninguna 
persona, ni a ninguna referencia del acuerdo político, con la clara finalidad de hacer viables todos los 
esfuerzos que ahora, o en los futuros gobiernos de gestión, se hagan en la empresa. 


Finalmente, los elementos jurídicos mencionados avalan que el decreto es válido desde ese 
punto de vista. 


Estamos abiertos a las preguntas que entiendan convenientes. 
Muchas gracias. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que no me parece un argumento válido decir que el decreto fue 
dictado, pero que no será utilizado. Es como cargar un arma y decir que no se va a utilizar, porque las 
consecuencias las va a tener ineludiblemente. Además, buena parte del contenido del decreto se está 
utilizando porque ahora, para tomar esas decisiones, el Directorio de UTE necesita menos votos que 
antes. También digo que no me parece de recibo el argumento dado por el Presidente de UTE de que 
el decreto apunta a una mejor forma de funcionamiento. 


Por otro lado, la referencia al artículo 63 de la Constitución de la República es válida, pero se 
incumplió, porque lo que establece es que el Directorio de UTE debe elevar al Poder Ejecutivo el 
Estatuto para su aprobación, cosa que no ocurrió con el decreto del que estamos hablando porque no 
se votó en Sala; así me lo expresó el Director Antía. Más aun; me dijo que lo llevaba adelante en forma 
personal -por lo que nosotros tenemos entendido- el presidente de UTE porque en el Directorio nunca 
se votó una reglamentación de estas características. Quiere decir que la referencia al artículo 63 es en 
contra: se ha incumplido con lo que establece la Constitución de la República porque no se aprobó por 
el Directorio de UTE ningún proyecto de Estatuto, y mucho menos uno que refiera precisamente a la 
forma de adoptar decisiones. 


Con respecto a que se trata de una práctica usual, no me parece un argumento de recibo. 
Cuando no sirve, se habla de la herencia maldita, y cuando sirve, es una práctica usual. Yo siempre 
prefiero el concurso, no para la adjudicación de funciones, sino para otorgar la investidura, que es lo 
que genera mayor estabilidad y seguridad. 


El Presidente de UTE dijo que es la primera vez en la historia que hay tres Partidos 
integrando el Directorio. Estamos hablando de una historia un poco corta. La historia del país empezó 
en 1830 y en todo caso la historia del Frente Amplio, si es el que se incluye en los tres Partidos, 
empezó en 1971. Por lo tanto, no me sirve el argumento; menos me sirve lo expresado por el 
Presidente de UTE porque, en todo caso, fue el Presidente de la República y no el Presidente de ese 
ente el que habilitó la posibilidad de que tuviéramos Directorios con representación. Más aún: deduzco 
muy claramente de la opinión del señor Presidente de UTE que aspira a una mejor forma de 
funcionamiento, y una mejor forma de funcionamiento en su visión responde a decisiones adoptadas 
por el señor Presidente con exclusión de la participación de un colectivo. Está bien, es una opinión. El 
señor Presidente de UTE cree que tiene conocimientos de tal dimensión que mejor sería que las 
decisiones las adopte él o quienes a él responden, a que participen los que tengan un pensamiento 


diferente. Esto tiene una solución constitucional y legal. La Constitución admite que los Entes 
Autónomos sean gestionados por gobiernos unipersonales. Alcanza con que promuevan una reforma 
de la Constitución en ese sentido; no sé siquiera si se necesita una reforma de la Constitución, creo 
que se puede hacer por ley -no recuerdo exactamente el artículo- y podrían tener un régimen 
unipersonal. Pero no se trata de un régimen unipersonal porque nadie lo ha esbozado. Tanto no es un 
régimen unipersonal -y esto no me lo han contestado, pero evidentemente es así y depende de 
ustedes corregirlo- que tienen en el Directorio de UTE a dos personas para un mismo cargo. Digo esto 
porque tanto el señor Gómez como la señora Arca fueron designados para sustituir al señor Rey. Me 
parece que lo razonable sería que el señor Gómez deje de participar en el Directorio o que envíen la 
venia para designarlo como Director de UTE, pero no seguir en esta situación que es desde todo punto 
de vista absolutamente insostenible. 


Respecto a la Gerencia General, creo que no es casualidad que se haya adoptado esta 
decisión después de que asumiera como Gerente General el señor Pombo, donde se eliminó la 
referencia directa que hace la ley a la superintendencia. Desde ya que todo Gerente General responde 
al mandato del Presidente y del Directorio, pero que la Superintendencia está bajo la potestad del 
señor Gerente General, sea quien sea, lo dice la ley y eso dejó de decirlo el nuevo decreto que 
sustituye al de 1980. Pero más allá de las cuestiones jurídicas, porque, en definitiva, aquí va a resolver 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, creo que es sintomático que 300 gerentes - 
desconozco cuánto es el total de gerentes que tiene UTE por encima de Gerentes de División- hayan 
recurrido esa resolución. Significa que efectivamente ellos creen que se les ha acotado la carrera 
administrativa, cosa que no se me ha contestado tampoco. Le pusieron un techo a la carrera 
administrativa y sobre ese punto no se han detenido y tendremos que esperar a que se pronuncie el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo dentro de dos o tres años. Y el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo ineludiblemente se va a pronunciar en el sentido de que no corresponde cortar la carrera 
administrativa de esa forma, por una razón muy sencilla: porque ya se ha pronunciado sobre ese tema. 
El Tribunal de lo Contencioso Administrativo es el principal defensor de la carrera administrativa en los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


Entonces, no me sirve el argumento de que se tenía la costumbre de que hay veinte que sí, 
pero hay veinte que no. ¡No; no! Y mucho menos institucionalizarlo en un decreto que no se va a 
utilizar. Entonces, si no se va a utilizar, ¿para qué lo aprobaron? ¿Para generar revuelo? ¿Para generar 
malestar en las Gerencias, que evidentemente lo tienen? Me consta que ello es así porque hemos 
recibido más de un pronunciamiento en ese sentido y sabemos que se ven obligados a recurrir a 
abogados, a pagar timbres y a introducirse en una demanda que preferirían no tener que promover. 
¿Para qué? Para dedicarse de lleno a su función, para poder cumplir cabalmente con sus 
responsabilidades, para no sentir que hay una discriminación de carácter político. El señor Ministro y el 
señor Presidente de UTE me podrán decir que no piensan discriminar, que esto no tiene el propósito de 
separar a los frenteamplistas de los no frenteamplistas, a los más cercanos de los más lejanos, a los 
que hacen los deberes de los que no los hacen, y estoy dispuesto a creer, pero, entonces, ¿para qué 
se aprueba el decreto? Porque el mensaje que transmiten es ese, inequívocamente. A tal punto es así 
que a UTE le recurren la resolución; no es solamente este nuevo gremio, sino también AUTE. No sé si 
va a prosperar o no, eso lo decidirá el Tribunal, pero que el tema de los Gerentes va a prosperar, de 
eso no tengo ninguna duda. Estoy seguro de que el Tribunal no ha cambiado su posición durante todo 
este tiempo y seguirá defendiendo esos intereses. 


El tema de fondo es el político; ahora no necesitan de Antía para nada. Es decir, ahora no 
necesitan del Partido Nacional para nada, no necesitan de la oposición para nada. Eso es nuevo, tiene 
vigencia desde febrero de 2013, que fue cuando se dictó el decreto, porque antes no era así y no 
sentimos las quejas de eso. Me parece que esta es una resolución sin fundamento, sin respetar las 
disposiciones constitucionales y legales, porque debió haberse recorrido el camino del pronunciamiento 
del Directorio de UTE. ¿Le llegó al señor Ministro el pronunciamiento del Directorio de UTE? No le 
puede haber llegado porque los Directores no participaron en una decisión de esas características; le 
habrá llegado la aspiración o la resolución del Presidente, que no configura estado porque no tiene 
facultades para decidir por sí. Lo que la Constitución exige es que sea el Directorio el que le proponga 
al Poder Ejecutivo. Más aún, se llegó a decir -era la opinión de muchos de los Gerentes- que se ¡ba a 
legalizar esta situación, porque en la Rendición de Cuentas se iban a incorporar al Estatuto del 
Funcionario normas que de alguna manera dieran una luz verde. Por lo que conozco de la Rendición 
de Cuentas que está en la Cámara de Representantes, puedo decir que no hay nada de esto. ¡Es 
lógico! ¡Cómo va a haber algo así! Bueno, la lógica no es lo que impera generalmente, pero no lo hay. 


En definitiva, no me resultan satisfactorias las respuestas porque, repito, intentan hacernos a 
un lado como oposición. No es fácil lograr eso por el tema genético al que hice referencia. No será fácil 
y no me parece bueno para ningún Gobierno, y mucho menos para uno que ya pasó la mitad de su 
mandato. ¿A esta altura creen que se van a perpetuar en el poder quienes hoy están en la UTE? No. 
Ya veremos el resultado electoral. 


Como decía antes, me parece que no se ha dado respuesta cabal, ya sea a los temas de 
carácter político como a muchos de los asuntos de carácter jurídico. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a comenzar a dar respuesta a estas últimas inquietudes, pero si el señor 
Presidente lo permite, antes quisiera ceder el uso de la palabra al señor Presidente de UTE. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Me quedé preocupado por la interpretación que hace el señor Senador de 
mis palabras, porque no se condice con la forma en que trabajo todos los días tratando de llegar -hasta 
donde dan mis fuerzas- a consensos, hablando mucho con todos los Directores. No es una actitud 
personal sentir que tengo la verdad e imponer resoluciones. De hecho, todos los jueves nos reunimos 
en el Directorio y tomamos cerca de ochenta resoluciones y diría que la gran mayoría se adoptan por 
unanimidad; con los dedos de una mano me alcanzan para señalar las que no hemos votado por 
unanimidad. 


Entiendo que el recurso que presenta AUTE refiere, exclusivamente, a las mayorías para 
destituir. Esa es la información que tengo al día de hoy. Todavía no he revisado personalmente los 
recursos, pero en el caso del sindicato AUTE, ese es el tema que recurre. 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a aclarar el aspecto legal al que hacía referencia el señor Senador. 
Anteriormente había citado el artículo 63 para basarnos en los aspectos que hacen a cómo los Entes 
Autónomos modifican los estatutos de los funcionarios y cómo, además, se trabaja con la Ley 
Orgánica, pero como este punto tiene algunas complejidades adicionales a las que no me referí, me 
gustaría que el asesor de UTE, doctor Paolino, complemente el punto para tratar de clarificar una duda 
que es muy legítima del señor Senador. 


SEÑOR PAOLINO.- Voy a intentar circunscribir mis palabras a los temas jurídicos para no ingresar a 
otros puntos que están en debate, pero que por cuestión de roles no me corresponde abordar. 


Con respecto a la autonomía de los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados 
establecida en la Constitución de la República, quiero señalar que es un tema que ingresa dentro de lo 
que se denomina reserva de ley. El inciso primero del artículo 185 de la Carta establece que cada Ente 
Autónomo va a tener el grado de descentralización que determine la ley. Por lo tanto, en esta 
perspectiva, los decretos reglamentarios de las Leyes Orgánicas de los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados no podrían ingresar en cuestiones que, sin estar recogidas en la ley, incidan 
en la autonomía del Ente. Es algo parecido a lo que sucede con los derechos fundamentales, donde el 
Poder Ejecutivo no es que tenga restringida la facultad reglamentaria, sino que la tiene consagrada por 
el ordinal 24) del artículo 168 de la Constitución, a los efectos de dictar los decretos necesarios - 
subrayo esto último- para la aprobación de las normas legales. En mi opinión, el juego de estas normas 
limita o restringe las potestades reglamentarias del Poder Ejecutivo en lo que tiene que ver con el 
funcionamiento de los Entes Autónomos. El Poder Ejecutivo podrá dictar todos los reglamentos que, 
acorde a la ley, sean necesarios para el funcionamiento del Ente, pero sin que estas normas 
incorporadas en los decretos reglamentarios aumenten o disminuyan la autonomía del Ente, que está 
reservada, por la Constitución, al Legislador. Entonces, en esta perspectiva, antes de analizar la 
legitimidad o ilegitimidad del Decreto N* 63 de 2013, el modificativo, puede ser pertinente analizar la 
legitimidad del Decreto N* 469 de 1980, que fue el que se modificó. Por supuesto que determinar la 
ilegitimidad de este último Decreto no explica, por sí, que el Decreto N* 63 sea legítimo; ambos podrían 
ser ilegítimos. Pero, en principio, es para despejar algunas dudas acerca de que las soluciones 
anteriores del decreto reglamentario de la Ley Orgánica de UTE tenía soluciones que, por lo menos, 
son cuestionables desde el punto de vista jurídico, más allá de que en esta materia siempre cabe la 


posibilidad de otras opiniones. Esto visto desde la perspectiva que mencionaba recién en cuanto a las 
limitaciones que tiene el Poder Ejecutivo para reglamentar la Ley Orgánica, pero no para dictar 
normas estatutarias al amparo del artículo N* 63 de la Constitución, que es otro tema. Lo que resulta 
difícil de apreciar es que a veces los decretos reglamentarios ingresan en cuestiones que por su 
naturaleza se entiende son estatutarias. En definitiva, el decreto no es estatuto; el decreto es 
reglamento de la Ley Orgánica. Reconozco que esta es una cuestión que a veces es difícil de 
entender; podría explicarse con más detalle si a algún señor Senador le interesa el tema, pero no me 
gustaría apartarme de los asuntos objeto de la reunión. 


Esta perspectiva a la que hice referencia en cuanto a la potestad del Poder Ejecutivo de 
reglamentar la Ley Orgánica, de alguna manera explica las invocaciones de ilegitimidad contenidas en 
el Decreto 469/80. Digo esto porque el Poder Ejecutivo había ingresado a regular algunas cuestiones 
que eran propias de la autonomía del Ente como, por ejemplo, lo que son las tareas y 
responsabilidades de los cargos de Gerente General u otros. Las tareas y responsabilidades de esos 
cargos pueden estar, por supuesto, reguladas por la ley -según la Constitución, el Legislador tiene, 
diría, la llave N* 1 en la materia- o ingresar en la esfera de la autonomía. En este caso corresponderá 
al jerarca de cada Ente Autónomo dictar las normas sobre tareas y responsabilidades de todos los 
cargos del Ente, en especial los jerárquicos. De acuerdo con esta perspectiva, correspondería plantear 
la ilegitimidad de la norma anterior -contenida en el Decreto 469/80 sobre el Gerente General- 
en la medida en que el Poder Ejecutivo había ingresado en un aspecto que es de autonomía del Ente, 
regulando así las tareas por encima de lo que dispone la propia norma legal. El Legislador no ingresó a 
regular las tareas del Gerente General, pero lo hizo el decreto reglamentario en esta perspectiva - 
respetuosamente dicho respecto a otras posturas que pueda haber sobre el tema- a mi juicio, de 
manera ilegítima o discutible. 


SEÑOR ROSADILLA.- Realmente no logro comprender el razonamiento que se está haciendo; me 
gustaría que lo repitiera o profundizara en él. 


SEÑOR PAOLINO.- Antes de analizar la legitimidad o ilegitimidad del Decreto 63/2013, me interesaba 
realizar algunos señalamientos sobre la legitimidad o no de algunas normas contenidas en el Decreto 
469/80 -que es precisamente el modificado- a efectos de determinar si en aquel momento el Poder 
Ejecutivo actuó dentro o fuera de sus competencias. Este es un tema estrictamente jurídico, pues no es 
mi intención ingresar en cuestiones metajurídicas, parajurídicas o extrajurídicas. 


Con total objetividad jurídica -lo que no significa que no sea discutible- quiero explicar cuál es 
mi razonamiento. La Constitución de la República establece que el grado de autonomía que tendrán los 
Entes Autónomos debe ser determinado por el Legislador. Este tipo de fenómeno jurídico es lo que se 
conoce como “reserva de ley”; esto es, el constituyente reserva al Legislador regular determinadas 
materias como, por ejemplo, los derechos fundamentales. Los derechos fundamentales solo pueden 
ser limitados por ley y por razones de interés general. Este es otro ejemplo de reserva de ley. Cuando 
nos enfrentamos a un fenómeno de reserva de ley implica un sistema de restricciones a otro tipo de 
actos jurídicos. ¿Cuál es el otro tipo de acto jurídico? Es el decreto reglamentario del Poder Ejecutivo el 
cual, por su propia naturaleza, tiene facultades reglamentarias, pero además porque lo consagra el 
numeral 4 del artículo 168 de la Constitución de la República. Respecto de este punto, el Poder 
Ejecutivo tiene facultades no irrestrictas de reglamentación, por lo que estará limitado a respetar la 
autonomía del Ente en función del contenido que el Legislador le dio a esa autonomía. Cada Ente 
puede tener una autonomía totalmente diferente. Si bien los Entes Autónomos pertenecen todos a una 
misma categoría, puede haber Entes más autónomos o menos autónomos, porque el Legislador, a 
través de determinados instrumentos consagrados en la ley, puede darles mayor o menor autonomía. 


Entonces, desde esa perspectiva había algunas normas contenidas en el Decreto N* 469/80 
que en mi opinión eran, por lo menos, de dudosa legitimidad, o podían calificarse de ilegítimas. Me 
estoy refiriendo, reitero, al Decreto N* 469/80, que es el modificado, no al que modificó el régimen, que 
es el N* 63/2013. 


En esa perspectiva, cuando el Poder Ejecutivo ingresa a establecer restricciones al sistema 
autonómico de un Ente Autónomo sin una norma legal que lo respalde, esa disposición reglamentaria 


puede ser cuestionada en cuanto a su legitimidad porque vulnera la autonomía del Ente. No sé si he 
sido claro. 


(Dialogados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita que no se dialogue. 
SEÑOR PAOLINO..- Intentaba contestar la pregunta formulada. 


SEÑOR GALLINAL.- Comprendo y hasta diría que comparto las expresiones vertidas. Es probable que 
sea ilegítimo, ilegal o que tenga algún error jurídico el decreto aprobado durante la dictadura; no vine a 
defenderlo. Pero hay una diferencia entre un decreto y otro, y es que este decreto modifica el contenido 
de la ley y el otro no, aunque ambos, en definitiva, ingresan en el ámbito de la autonomía. 
Precisamente, el doctor Paolino dijo que el decreto de 1980 ingresaba en el ámbito de la autonomía sin 
que el Legislador lo autorizara, pero quiero señalar que otro tanto sucede con este. 


Pero, fuera de eso, lo que estábamos discutiendo era si se había cumplido o no con el artículo 
63 de la Constitución y, en realidad, el doctor Paolino decía que el decreto reglamentario es una cosa 
y el estatuto es otra. Pero no fui yo quien dijo que se había cumplido con el estatuto; fue el señor 
Ministro, que argumentó que el decreto era correcto porque se había cumplido con el estatuto, con el 
artículo 63 de la Constitución. Sin embargo, yo digo que no se cumplió con ese artículo porque para 
ello el Directorio de UTE hubiera tenido que elevar al Poder Ejecutivo el contenido y no lo hizo; en todo 
caso, si se elevó algo fue de parte de alguien que no integra el Directorio de UTE, porque nos ha sido 
trasmitido que no se tomó resolución sobre este tema en el Directorio de UTE. 


SEÑOR PAOLINO.- Pido disculpas, pero no sé si al señor Senador Rosadilla le quedó clara la 
inquietud que planteó; de lo contrario, intentaré explicarlo de nuevo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para ordenar la sesión, quiero decir que soy yo quien concede la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Considero conveniente que prosigamos en el siguiente orden. El doctor está 
explicando los motivos jurídicos que validan el cambio, que es uno de los cinco puntos que recogí; 
aclaro que vamos a responderlos todos. 


El señor Senador argumentó respecto al punto del artículo 63 que mencioné y que 
explicaremos a continuación; vamos a seguir por ese orden. En este momento estamos concentrados 
en las razones del cambio, que era uno de los motivos, y eso es lo que se está explicando. Después 
vamos a dejar un momento el artículo 63 y luego seguiremos con los tres puntos que anoté para dar 
completa satisfacción a las preguntas. Si después surgen nuevas, con todo gusto las contestaremos. 


SEÑOR PAOLINO.- Este argumento primario que daba con referencia al tema de cómo juegan las 
reglas constitucionales en el manejo de los Entes Autónomos tiene incidencia en varios aspectos de la 
reforma del decreto reglamentario, tema que, además, ha abordado el señor Senador Gallinal. Uno de 
ellos es el tema del Gerente General; en mi opinión, el decreto reglamentario -ahora sí me refiero al N* 
63/2013, el modificativo- no vulnera la Ley Orgánica en la medida en que su contenido normativo es 
casi igual. El que haya algo diferente no implica violar la ley, que seguiría vigente y, además, el decreto 
reglamentario nunca va a tener la virtualidad de modificar la ley. 


Es más; el decreto reglamentario podría haber eliminado toda referencia al Gerente General y 
tampoco hubiera vulnerado la ley, que iba a seguir vigente, al igual que sus disposiciones normativas. 
No obstante, el decreto reglamentario recogió, con otras palabras, el contenido normativo de la Ley 
Orgánica, sin que ello implique avanzar ni disminuir la autonomía del Ente ni las tareas y 
responsabilidades del Gerente General que, en el juego sistemático de la Constitución, están 
otorgadas al Directorio de UTE en tanto y cuanto el Legislador solamente ha establecido que el cargo 
debe existir y que tiene la superintendencia, la cual mantiene por mandato constitucional y solo puede 
modificarse por ley. 


Entonces, en el marco de sus respectivas competencias, lo que hará el Directorio de UTE será 
dictar las normas que den contenido a esas atribuciones, tareas y responsabilidades del Gerente 
General, como las de cualquier otro cargo del Ente. Esto no implica que se esté vulnerando la ley. Este 
decreto dejó una parte del decreto anterior y, de alguna manera, eliminó la referencia a cuáles eran las 
tareas y responsabilidades del Gerente General, que ahora están aprobadas dentro de las 
competencias que corresponden al Directorio de UTE, tal como lo manifestó su Presidente. 


En cuanto al tema de las mayorías dentro del Directorio de UTE, debo decir que volvemos a 
lo que disponen la Constitución, la ley y el decreto vigente, y que establecía el Decreto 469. El régimen 
de funcionamiento de los órganos del Estado en un sistema democrático es el de base democrática, en 
el cual las decisiones se toman por mayoría. Tan así es que en casi todos los casos esto que estoy 
diciendo no figura en ninguna norma escrita ya que se trata de un principio general de Derecho. La 
regla básica es el funcionamiento democrático, es decir, el gobierno de la mayoría y el respeto de la 
minoría. En este caso, el Legislador creó el órgano, el Directorio de UTE, como jerarca del sistema, y 
no estableció mayorías especiales para adoptar ninguna de sus decisiones. En esta perspectiva es 
discutible, entonces, que el decreto reglamentario de la Ley Orgánica pueda ingresar a establecer 
mayorías especiales para el dictado de determinado tipo de actos, por más importantes que sean. 
Entre paréntesis me permito señalar que, seguramente, el Directorio de UTE o de cualquier Ente deben 
tener asuntos muchos más importantes para resolver que los establecidos en el Decreto N* 469. Si el 
Legislador creó un órgano que funciona en base al sistema democrático, por mayorías y minorías, es 
por lo menos cuestionable, reitero, que el decreto reglamentario -que debe adecuarse a la ley y que no 
puede ir más allá, ya sea para agregar o restringir autonomías o potestades- establezca que para 
tomar determinadas decisiones se requiera cierta mayoría, sobre todo cuando se trata de la 
unanimidad, puesto que se vuelve un sistema más estricto. Hasta febrero de este año era más fácil 
destituir a un Legislador que a un funcionario de UTE porque para el primero de los casos no se 
requieren mayorías especiales y para el segundo era necesaria la unanimidad del Directorio, 
independientemente de todas las demás garantías. 


SEÑOR MICHELINI.- Para destituir a un Legislador se necesita mayoría especial de dos tercios. 
SEÑOR PAOLINO..- Tiene razón, pero en el otro ejemplo que cito se requiere unanimidad. 


SEÑOR GALLINAL.- Si es cierto lo que el doctor Paolino nos está diciendo en el sentido de que sería 
ilegal el decreto del año 1980, porque el Legislador no distinguió en tanto establece mayorías 
especiales, también es ilegal este decreto, porque en el literal f) establece una mayoría de cuatro 
votos. 


SEÑOR PAOLINO.- Esto lo planteamos en la interna política, puesto que jurídicamente podrían 
invocarse cuestiones de legitimidad en la medida que se mantienen en algunos casos mayorías 
especiales, como la absoluta, y mayoría de cuatro votos, que en el Directorio de UTE es una mayoría 
especial. La decisión política fue la de no llevar todo a mayoría simple para equilibrar el manejo interno; 
es decir, no por consideraciones jurídicas, sino políticas, en un tema que abre el ámbito de discusión 
porque bajo este argumento podrían cuestionarse ambas normas: el decreto del año 1980 y, ahora, el 
del año 2013. 


SEÑOR CASARAVILLA.- De hecho, la propuesta de que la destitución se hiciera con cuatro votos 
conformes, fue una discusión que tuvimos con José Garchitorena, Enrique Antía, Jorge Briozzo, 
Gerardo Rey y quien habla, en el sentido de lo absurdo que era la unanimidad de los miembros para la 
destitución. Entonces, en una charla muy franca dijimos: “Sería mejor si fuera así”. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Esa es la opinión de Antía? 
SEÑOR CASARAVILLA.- En el tema de la destitución, sí. 


SEÑOR GALLINAL.- ¡No, yo no la acepto! ¡Discúlpenme, señor Presidente, pero no me pueden decir 
que Antía, en una charla privada, les dijo eso! En fin, sigamos con la sesión. 


SEÑOR PAOLINO.- Aclaro que siempre trato de circunscribirme a las cuestiones jurídicas aunque, 
quizás, puede quedarme alguna en el tintero porque solo anoté algunas. 


En cuanto a la designación de los Directores en los Entes Autónomos, que era el 
planteamiento que se hacía, quiero decir que no tienen suplentes. El mecanismo que ha creado la 
Constitución es el del interinato con Directores de otros entes, bajo la regla que aparentemente el 
constituyente entendió en el sentido de que si ya para ese Director se aprobó una venia para otro 
cargo, la propia Constitución lo habilita interinamente a ocupar uno en otro lugar. No conozco ninguna 
resolución -quizás sí exista- que diga que el director tal es designado interinamente en el cargo del 
director cual, que no está, o está ausente, o renunció. En este caso, el interinato va a durar mientras 
que el Poder Ejecutivo lo mantenga. Además, más allá de que alguien podría sostener que el interinato 
tendría que ser breve, el constituyente no lo acotó temporalmente. 


SEÑOR GALLINAL.- Aquí tengo la resolución donde dice que lo de Gómez va por Rey; pero, bueno... 


SEÑOR PAOLINO.- No conozco la designación de Gómez como interino, pero sí la de Cristina Arca, 
aunque no la traje. El Poder Ejecutivo habitualmente no lo hace, aunque no sé si lo hizo en algún caso. 
De ser así, se estaría restringiendo a sí mismo, porque está designando a una persona en ese cargo y 
lo restringe exclusivamente para ese cargo. Pero en la medida en que lo designa como Vocal, va a 
ocupar el cargo de Vocal y va a cumplir las funciones que tiene en ese órgano como Vocal hasta que el 
Poder Ejecutivo decida otra cosa. 


Voy a referirme al tema de la afectación de la carrera administrativa por parte del decreto 
reglamentario. Si partimos de la base de que este es el decreto reglamentario de una Ley Orgánica -el 
Decreto N* 469- supuestamente ninguna de estas normas tiene contenido estatutario porque, de ser 
así, tendría que constar en él. Esto nos devuelve a la discusión acerca de si estas normas, por su 
contenido, son estatutarias o de otra índole. En principio, habría que sostener que no son estatutarias 
porque no están en el Estatuto, sino en el decreto reglamentario de la Ley Orgánica. Lo que me 
interesa señalar es que, por lo que conozco, no ha sido intención ni del Poder Ejecutivo ni del 
Directorio de UTE desconocer las reglas de la carrera administrativa, así como tampoco el Directorio 
de UTE ignora los pronunciamientos jurisdiccionales en materia de carrera administrativa. Lo que 
habitualmente hace el Tribunal de lo Contencioso Administrativo -en algunos casos, también lo ha 
hecho la Suprema Corte de Justicia, además de algunos otros órganos jurisdiccionales- es establecer 
que el constituyente ha consagrado para los funcionarios públicos la carrera administrativa, aunque no 
toda esa carrera administrativa tiene el mismo contenido. Lo que hizo el constituyente fue, de alguna 
manera, puntear cuáles son los aspectos que pueden considerarse dentro de la carrera administrativa, 
pero ¿cómo se integra? Esa carrera administrativa se integra con las normas estatutarias, pero 
estatutarias en el sentido material: para los funcionarios de la Administración Central, mediante el 
artículo 59 de la Constitución, y para los funcionarios de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, por lo que disponen sus respectivos estatutos aprobados por el sistema a que recién 
hizo referencia el señor Senador, o sea, mediante el acto complejo de propuesta del Directorio del Ente 
y aprobación del Poder Ejecutivo. Esas son normas estatutarias que van a estar contenidas en el 
Estatuto. Ese contenido no está establecido en la Constitución; esta solo indica que debe haber carrera 
administrativa, pero ¿qué contenido tiene? Eso está en el Estatuto y habrá que estar a lo que este 
establezca en el caso de la Administración Central o a lo que establezca el Estatuto del Funcionario de 
UTE si se trata de ese ente. Ahí habrá que ver hasta qué punto se vulnera la carrera administrativa 
porque acá se tocó el tema de la vulneración de la carrera administrativa porque no había concurso y el 
tema del concurso no está puesto en discusión. El concurso no estaba previsto en las normas 
anteriores; nada decía el Decreto N* 469 de 1980 sobre el concurso ni nada dice este porque, reitero, 
este es un aspecto contenido en el Estatuto y este Decreto no es estatutario sino reglamentario de la 
Ley Orgánica. Por lo tanto, tampoco vemos que allí haya posibles cuestionamientos de legitimidad al 
nuevo Decreto N* 63 o que pueda vulnerar la Constitución o la norma legal. 


No sé si respondí a todas las consultas jurídicas que se plantearon; si me excedí e hice 
consideraciones extrajurídicas, pido disculpas porque no fue mi intención. Mi objetivo es tratar de 
ceñirme a las cuestiones jurídicas para que quienes deban discutir sobre otros temas puedan hacerlo 
libremente y sin interferencias. En definitiva, si algún señor Senador piensa que quedó algún punto sin 
aclarar, intentaremos aclararlo en la medida de lo posible. 


SEÑOR MINISTRO.- Venía tildando los puntos del pormenorizado informe que acaba de dar el doctor 
Paolino, quien ha respondido algunos de los temas sobre los cuales hacía cuestión el señor Senador, 
como el corte de la carrera administrativa y la legalidad del decreto, que ya están siendo enfocados. 


Con respecto a la duda sobre la cantidad de funcionarios, si son 350 o no, digo que UTE tiene 
6.500 funcionarios. Lo aclaro porque el señor Senador me podrá decir que son 350 Gerentes, pero son 
350 en total, incluidos los Gerentes. Esta no es una cuestión de estadísticas, simplemente hago la 
aclaración para que los números nos den la dimensión real de la empresa, que tiene 6.500 
funcionarios. 


Para aclarar el otro punto que se manejó con relación a la arbitrariedad en la encomienda de 
funciones, voy a pedir que se dé la palabra a la doctora Villalba para que nos ilustre sobre el tema. 


SEÑORA VILLALBA.- Buenas tardes. 


Quería hacer una breve mención al motivo por el cual se citó el artículo 63 de la Constitución 
de la República. Si bien este se refiere al Estatuto de los funcionarios, habla de conciliar el normal 
funcionamiento de los servicios con los fines específicos de cada Ente Autónomo. Esto nos introduce 
en un principio específico de los Entes Autónomos que es conciliar su actuación, su actividad, con los 
medios e instrumentos que rigen su funcionamiento. En definitiva, este es el principio que rigió la 
modificación que se propone aquí. 


Por otra parte, con respecto a la encomendación de funciones específicamente, ya se 
consideraba que este es un mecanismo que le otorga flexibilidad al Ente a la hora de realizar 
determinadas actividades, a la hora de funcionar. Sin embargo, sin perjuicio de lo antedicho en cuanto 
a que en determinadas situaciones el Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha fallado que la 
encomendación de funciones no es legítima, esto ha sido en el caso en que se ha realizado en forma 
arbitraria, o sea fuera de Derecho. Es un mecanismo que se considera que tiende a asegurar el buen 
funcionamiento del servicio y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en múltiples casos, ha 
considerado que es parte de las facultades discrecionales del Ente. En este sentido dice que la 
Administración tiene facultades discrecionales en la distribución de sus recursos humanos, a fin de 
cumplir con los cometidos que la Constitución y las leyes ponen a su cargo. Ahí volvemos a mencionar 
el artículo 63 de la Constitución que habla de la conciliación que debe haber entre el funcionamiento y 
los fines específicos del Ente Autónomo. 


Asimismo, dice que para que el ejercicio de aquellas potestades discrecionales pueda 
considerarse legítimo se requiere que la voluntad del Estado allí expresada sea precedida por una 
racional motivación. Enseña la doctrina que la motivación es una legalidad misma del acto, permitiendo 
que sea su mérito y racionalidad. Evidentemente, si se introduce por una cuestión de funcionamiento - 
eso va a ser apreciado por el Ente- el mecanismo de provisión de funciones, no quiere decir que por sí 
sea ilegítimo o contrario a Derecho. Hay que apreciar las circunstancias, la causa específica y el acto a 
través del cual se realiza la encomendación de funciones en sí misma, es decir, por qué el Ente decide 
que determinado funcionario va a ocupar determinado cargo. Eso debe estar precedido de una racional 
motivación. 


SEÑOR MINISTRO.- Esto es cuanto podemos decir con relación al cuarto punto indicado por el señor 
Senador. 


Con respecto al quinto punto, que es una apreciación, coincido con el señor Senador en 
cuanto a que el tema no es que se haya aprobado pero no se va a utilizar. Creo que lo que se intentaba 
significar es que se aprobó pero no se ha utilizado. Esto tiene que ver con el hecho de que se ha 
concordado en la interna del Directorio, pero acá no estamos elaborando normas para cierta situación 
O para Directores específicos, sino para dar continuidad al tema. Es como decir que una ley que 
castiga penalmente -salvando las distancias- nunca se utilizó y, por lo tanto, es inefectiva. Esto ha 
funcionado muy bien hasta el momento y ahora aparecen algunas cuestiones que estamos discutiendo. 
Coincido con el señor Senador en cuanto a que la expresión correcta no es “se aprobó pero no se va a 


utilizar”, sino “se aprobó pero no se ha utilizado”. En realidad, se ha coincidido bastante en cuáles son 
los desarrollos que ha tenido el Ente. 


Esto es lo que se refiere al quinto tema que el señor Senador proponía. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el Poder Legislativo tiene la obligación de controlar al Poder 
Ejecutivo y, en función de eso, hemos escuchado con mucha atención la información, los argumentos y 
la exposición hecha por el señor Senador Gallinal y, naturalmente, todos los argumentos y los 
fundamentos expresados por el Poder Ejecutivo a través del Ministro y del Presidente de UTE y sus 
asesores. Obviamente, el Poder Ejecutivo y el señor Senador Gallinal manejan esta información con 
mucha más ductilidad y para algunos de nosotros hay ciertos aspectos que son nuevos y, en función 
de eso, tenemos que sopesarlos. El señor Senador Gallinal manifestó que había aspectos políticos y 
jurídicos. En cuanto a estos últimos, salvo algunos detalles que ahora voy a nombrar, él hacía 
referencia a que podía no haber objeciones jurídicas o legales, pero sí políticas. En una primera 
instancia no vemos objeciones jurídicas, salvo que el decreto, aunque no es tan restrictivo, sí lo sea 
con respecto a la ley y pudiera generar una situación en la cual, si el Legislador no le puso cortapisas 
al Ente Autónomo, ¿por qué se las va a poner el Poder Ejecutivo? Y esto podría tener dos lecturas. Por 
un lado, que los Entes, en un acto de autonomía y audacia, digan que de ahora en adelante van a 
resolver con las mayorías, salvo lo que la ley determine y, por otro, que algunos Legisladores tomemos 
la iniciativa de marcar por ley qué cosas -quizás en coincidencia con el Decreto- requieren mayoría y 
no la dureza de la unanimidad. Obviamente hay un elemento adicional, como es que el Poder Ejecutivo 
propone las venias para los cargos; están los permanentes, como el que ahora ocupa la señora Arca, 
y están los provisorios, como el del Director Gómez. Son resoluciones que vamos a analizar. Quizás 
por Secretaría se nos pueda hacer llegar una copia de estos documentos; quizás el señor Senador 
Gallinal tenga la amabilidad de darle a la Secretaría la documentación para que rápidamente se hagan 
fotocopias. De esa manera luego podremos analizar ese punto. Esto es en cuanto al campo jurídico. 


Con respecto a la conveniencia, vamos a transmitir el tema a la Bancada. Se puede pensar 
que una reforma de este estilo pone algunos aspectos sobre la mesa; quizás algunos son necesarios 
ahora y otros no, y puede suceder que por aquello del “Ya que estamos”, se incorporen elementos que 
generan irritabilidad y lleven a la presentación de recursos que no se sopesaron en su momento. No 
hay dudas que el Presidente de UTE, más allá de la veta política que tengamos todos los ciudadanos, 
es un hombre de empresa que maneja muy bien el tema de la gestión, y a veces no evalúa los rebotes 
y carambolas -supongo que lo mismo les pasa a otros miembros del Directorio- que pueden tener a 
nivel político. De todos modos, el Presidente en alguna conversación con el Ministro dijo que se 
allanaba a hacer algunos cambios, de manera que se agregan otras modificaciones que permiten tener 
una normativa más moderna, aunque esta no se utilice. Reitero, en relación a estos aspectos de 
conveniencia también tendremos que evaluar el tema en la Bancada. 


Había pedido la palabra para referirme a dos aspectos fundamentales. El primero de ellos es 
que a partir de mis expresiones o de la reflexión que la Bancada de gobierno haga del tema, no deben 
tener duda quienes nos visitan de la confianza, el respeto y el apoyo que le tenemos al Presidente de 
UTE. Estamos haciendo un desarrollo a nivel de la energía -siempre habrá cosas a marcar- que quizás 
es de los más importantes hasta este momento, tomando decisiones audaces, controvertibles y 
difíciles, pero nosotros le tenemos un gran respeto y una gran confianza profesional. Naturalmente que 
esa actitud la tenemos también con respecto al Ministro. Independientemente de que después la 
Bancada pueda pensar, por ejemplo, para qué se agregó tal literal pues ello generó la presentación de 
muchos recursos -por supuesto que nosotros analizamos esto desde una perspectiva política- existe un 
total respaldo hacia el Ministro y todo su equipo en todos los temas de su Cartera. 


Por otra parte, me quiero referir a algo más controvertible; en este sentido sé que mis 
intervenciones generan controversias, pero en definitiva, cada uno es como es. Lo cierto es que se 
habló de que había una especie de tradición política -yo creo que la hay- en cuanto a tener a la 
oposición en los Entes Autónomos, y que este decreto podría estar intentando quitar poder a la 
oposición. Conociendo al Presidente de la UTE y al Ministro, descarto esa intención. Además, si esa 
fuera la intención -que refrenda con su firma el Presidente Mujica- ¿para qué se ofrecieron los Entes? A 
diferencia de una interpretación inicial -incluso se cayó en el error de hablar de mayorías y minorías- 
pienso que no debemos hablar de mayorías y minorías partidarias. Además, me han escuchado 
discrepar, a veces en solitario, acerca de que cuando una persona es propuesta legítimamente por su 


Partido -por la mayoría o la minoría- para integrar un Ente, deba ser el comisario de la fuerza política. 
Esto no quiere decir que no informe a su fuerza política, tal como lo haría con cualquier otra. 
Obviamente, el Poder Ejecutivo deseará tener una mayoría que ejecute sus políticas, pero si la actitud 
fuera en el sentido de tener una mayoría partidaria y que no existan propuestas de la oposición que 
integra los Directorios -todos son miembros del Directorio y, por tanto, todos deben la lealtad a la 
empresa pública que dirigen- no se hubiera pedido que ofrecieran nombres. Es más, en el Gobierno de 
Tabaré Vázquez, también del Frente Amplio, no nos pusimos de acuerdo; no estoy adjudicando 
responsabilidades  -seguramente sean del Gobierno- pero en definitiva no nos pusimos de acuerdo, a 
pesar de que se ofrecieron los cargos. A su vez, en el gobierno del doctor Lacalle no se ofrecieron a 
una parte del espectro político. Aclaro que no digo que esto esté bien o mal, o sea, no hago un juicio de 
valor; simplemente estoy diciendo que no se ofrecieron los cargos y ahí nadie violó la Constitución. Se 
podrá discutir, se podrá tener una visión negativa o positiva de esto, pero no se violaba la Constitución. 
Se podrá decir que cuando comienza un Gobierno es bueno que se ofrezcan los cargos -también lo 
hizo el Gobierno del doctor Tabaré Vázquez- y después, o bien no se integran o, si se hace, se intenta 
que la mayoría siga avanzando. En el caso de UTE se puede pensar que se va a hacer eso, pero se 
nombró a la señora Arca y, para la cabeza de los que creen que las mayorías son partidarias -salvo 
algunas excepciones- ya contaríamos con la mayoría. Es más, agregando al Director Gómez -más allá 
de cómo se nombró- tendríamos cuatro integrantes. Se puede decir que eso no es unanimidad, y está 
bien. También se puede decir -desde la perspectiva de tener la mayoría a toda costa- que nosotros, por 
el procedimiento constitucional, con 16 votos, después de 60 días, podemos nombrar a todos los 
Directores de los Entes Autónomos; es más, podríamos destituir a los integrantes de los Entes 
Autónomos, naturalmente con la venia del Senado. Pero me parece que ese no es el objetivo. Creo 
que el objetivo ha sido construir una normativa más moderna, más ágil, que pueda resolver conflictos y, 
en alguna circunstancia, con mayorías más ágiles para el buen desempeño del Ente. Y agrego que 
este buen desempeño puede generar alguna circunstancia en la cual no necesariamente esa mayoría 
se logre con todos los Directores que supuestamente serían de la mayoría partidaria, tesis que no 
comparto. 


Entonces, voy a dejar dos constancias. En primer lugar, el apoyo a quienes nos visitaron 
porque naturalmente no existe el objeto de contar con mayorías para llevarnos por delante la estructura 
de los Entes Autónomos. En segundo término, quiero trasmitir que en cuanto al resto de los aspectos y 
algunos detalles que se marcan en los decretos -más allá de que se designó con carácter permanente 
a la señora Arca y de manera interina al señor Gómez- la Bancada de Gobierno los analizará en 
profundidad porque a algunos de nosotros recién nos están llegando los documentos que completan la 
visión. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes de empezar quiero agradecer la presencia al señor Ministro, al 
Presidente de UTE, al Director General de Secretaría y a sus asesores. 


Me voy a referir al planteo del señor Senador Gallinal. Primero nos tenemos que preguntar si 
el Partido Nacional se siente ofendido por la modificación de un decreto y por la adopción de medidas 
administrativas. La primera interrogante que me surge es: esa ofensa y ese sentimiento, ¿son justos, 
razonables, o están fuera de norma? Yo siempre parto del prejuicio positivo, porque si el Partido 
Nacional lo hubiese querido, no convoca al Ministro a una Comisión porque tiene otros instrumentos; 
cuenta con los votos y las condiciones para hacerlo de otra manera. Por lo tanto, concluyo que se trata 
de un sentimiento verdadero, porque esta convocatoria no genera mucho más que esto. 


Comparto, no desde el prejuicio, sino desde el juicio de valoración, la forma en que el Ministro 
se conduce en lo personal y en lo institucional, y lo mismo ocurre con el Presidente de UTE. Me consta 
que sus respuestas están dadas de la misma manera, lo que no significa que no recoja en esta 
discusión la sensibilidad expresada por un partido político que tiene atrás un conjunto importante de 
ciudadanos, sobre todo porque esta es una discusión básicamente política. Para nosotros, para los 
uruguayos, para el sistema político y para quienes somos hoy gobierno es una fortaleza, una absoluta 
fortaleza contar con representantes propuestos por la oposición en estos organismos, en las empresas 
públicas, así como en otros lugares. Es una fortaleza y mal negocio sería -y creo que es ajustado lo 
que manifestó en este sentido el señor Senador Michelini- convertir una fortaleza en una debilidad. 
Proponer, habilitar y concretar la participación de la oposición y luego convertir esa fortaleza, por una 
vía oblicua, es una debilidad, no sería acertado. En todo caso, el mejor camino hubiese sido asumir 


toda la responsabilidad, que se nos llame al Parlamento toda vez que se quiera y trabajar de otra 
manera. 


Digo esto para despejar un poco el tema. A la hora del resumen -seguramente habrá 
más señores Senadores anotados para hacer uso de la palabra- me quiero quedar con dos cosas: una 
que dijo el Presidente de UTE sin que le hubiésemos preguntado y es que, en general, salvo escasas 
ocasiones, ha habido acuerdo; y, la otra, que el señor Ministro agregó en cuanto a que el decreto no se 
ha usado porque no ha habido necesidad. Esto habla de la posibilidad de alejar algunas incógnitas -no 
digo sospechas- y sensibilidades. Si estuviésemos en una situación en donde en un Directorio 
permanentemente un día sí y otro también tenemos dificultades para resolver diversos temas y surge 
una norma de este tipo, se debería tomar la lupa con más fuerza para saber si no estamos convirtiendo 
esa fortaleza inicial en una debilidad por no dar un debate sustancial y allanar el camino de otra 
manera. Pero en el marco que se nos ha referido -y no tengo por qué pensar que es distinto- me 
parece que esta medida es razonable, por no decir inteligente. 


En definitiva, parto de la base de que los representantes del Partido Nacional hicieron sus 
planteos y el señor Ministro y el señor Presidente de UTE los han escuchado. Esto es dinámico, 
mañana hay que estar en la UTE otra vez, o quizá ahora cuando se vayan y en esa cancha es que se 
va a determinar si aquí hubo o no una intencionalidad aviesa de dejar de costado e, incluso, de 
hacernos un gol en contra al convertir una fortaleza -lo digo primero como uruguayo y luego como 
Gobierno- que es la de tener aquí a los partidos de la oposición, en una debilidad, que es tenerlos para 
pelearnos. Prefiero no tenerlos y puedo no tenerlos, o podría haber hecho un diseño para no tenerlos; 
pero eso sería un poco difícil de comprender. 


Tal como ha manifestado el señor Senador Michelini, nuestro respaldo está descontado. De 
todas maneras es nuestra obligación reconocer o sensibilizarnos dado que si ha habido algo que ha 
ofendido y se ha planteado de la manera que se ha hecho, tenemos que leer y mirar dos veces para 
ver como en el día a día, en la práctica, despejamos las dudas acerca de cómo pueden operar ciertas 
medidas administrativas o el hecho de haber establecido un decreto. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR HEBER.- Agradezco a los señores miembros de la Comisión que no siendo miembro me 
permitan participar de esta discusión que a mi juicio es relevante, importante y aclaratoria. Si el Partido 
Nacional trae este tema a la Comisión es porque cree que existe la posibilidad de ponernos de 
acuerdo; de lo contrario, tendríamos cuestionamientos de otro orden, los plantearíamos en otros 
ámbitos y no es la intención. 


Lo primero que me surge como una reflexión es que creo que la etapa que inició el 
Presidente Mujica es buena; es una etapa de participación de todos los partidos y sé que todo el 
mundo tuvo que hacer esfuerzos. La oposición debió hacer esfuerzos para dividirse y aunque no estén 
todos los partidos en muchos Entes, por lo menos existen otros ojos. Alguien del oficialismo dijo muy 
claramente que más control es más democracia y eso para nosotros es importante. 


Esta es una señal que el señor Senador Gallinal ha calificado, no como ofensa, sino como un 
agravio a lo que teníamos como intencionalidad política. ¿Por qué? Porque después de estos decretos 
nos hemos estado preguntando si vale la pena continuar en el Ente. Yo soy de los que creo que vale la 
pena continuar allí, porque me parece que es importante. 


SEÑOR GALLINAL.- ¡Apoyado! 


SEÑOR HEBER.- Es importante, pero no con la condición de ser alguien que simplemente tome 
apuntes de lo que pasa sino con la posibilidad de participar en algunas votaciones donde nos 
podremos poner de acuerdo para intentar mejorar algo que regula la participación de la oposición en el 
tema. Lo que hizo el Poder Ejecutivo fue regular nuestra participación. Además, como nadie sabe qué 
puede pasar en el futuro tampoco es buena cosa para la democracia, porque aquellos que hoy están 
en el poder mañana pueden ser oposición y reclamar lo que hoy estamos pidiendo nosotros. Eso le 


sucedió al Frente Amplio, como decía el señor Senador Michelini -que lamentablemente no está 
presente en este momento- en otras circunstancias muy diferentes. 


Recuerdo que en el primer gobierno del doctor Sanguinetti se hizo un esfuerzo para que 
todos los partidos participaran en los Entes, aunque no estuvieron en todos. Por su parte, el señor 
Senador Lacalle Herrera mencionó el otro día en el Plenario que durante su Presidencia había ido a 
hablar con el General Seregni para ofrecerle participación en los Ministerios, ya no solo en los Entes. 
Por supuesto, con proyectos distintos eso fue imposible de instrumentar, pero se entendieron 
mutuamente en el sentido de que no era factible participar en los Ministerios. Cabe destacar que 
también se nos ofrecieron los Ministerios durante el primer Gobierno del Frente Amplio, el del doctor 
Vázquez, y de la misma forma entendimos que teníamos proyectos diferentes, lo que no hacía factible 
la convivencia. Creo que, como país, la búsqueda de coparticipación de los partidos políticos -por 
ejemplo, en el control- nos diferencia de otros países y de sus democracias, porque siempre llegamos 
a un punto de entendimiento, de encuentro. Dado que ha habido un desarrollo como producto de este 
crecimiento, de la inversión, en las empresas públicas ha habido una ramificación en sociedades 
anónimas, donde no siempre tenemos los mismos controles. Creo que debemos buscar la forma para 
que, sin detener la acción -en eso coincidimos- se pueda controlar porque los controles hacen a la 
mejor administración, no a empeorarla. En este sentido quisiera hacer una reflexión con el Presidente 
de UTE, porque parecería que se quita eficacia; la eficacia mayor consiste en no equivocarse, porque 
las equivocaciones a veces llevan a una marcha atrás y después una marcha hacia adelante, lo que 
puede costarnos aún más. A veces, contar con otras opiniones en el seno de las sociedades y de las 
empresas ayuda a equivocarnos menos porque nadie tiene -ya sea una persona o un partido político- 
toda la verdad; la verdad siempre está repartida. 


En función de todo esto me gustaría que el señor Ministro junto al Presidente del Directorio 
de UTE buscaran una instancia para generar la posibilidad de llegar a un entendimiento en cuanto a los 
controles, que es lo que he venido a manifestar hoy aquí. Me parece importante que se puedan corregir 
algunas cosas que jurídicamente quedaron claras que pueden ser motivo de fricciones gratuitas que no 
vienen al caso. Ya tenemos opiniones diferentes en algunos temas, no agreguemos otros que no hacen 
a la esencia del punto. Si me dicen que para destituir a un funcionario no se necesita unanimidad, lo 
podemos hablar, pero lo que tiene que ver con las designaciones de gerentes es distinto, porque hace 
a la gestión de la empresa. 


Pediría al señor Ministro y al Partido oficialista que buscaran alguna instancia de 
entendimiento porque, de lo contrario, se está obligando al Partido Nacional a buscar otros caminos 
que estamos cansados de recorrer. Si mañana tenemos una opinión diferente, será por la sustancia y 
el contenido de la acción y no por la forma. En lo personal, es muy importante que se busque una 
suerte de corrección que pueda llevar a que la presencia de un Director no sea solamente nominal, que 
es la impresión que quedó después que salieron los decretos. Insisto que ha quedado la sensación de 
que el Director está ahí con una actitud presencial y no de incidencia en la realidad. 


He escuchado la discusión y los fundamentos fueron muy bien esgrimidos por el señor 
Senador Gallinal. Existe una situación irregular que se viene generando; entonces, por qué no la 
corregimos y buscamos un entendimiento donde podamos encontrar un punto de encuentro y que no 
solo sea la figura de la oposición un testimonio presencial, sino que en algunos temas especiales, sin 
detener la acción del organismo, sino ayudándolo, pueda actuar. Creo que ha sido una actitud que 
siempre hemos tenido, a veces, diferenciándonos o discrepando, como debe ser, con los contenidos. 


Hay otra disposición por delante. Si los partidos políticos son los representantes de la gente y 
la gente es la dueña de las empresas, el paquete accionario de la mitad del pueblo que no eligió a la 
mitad que está gobernando, debería tener una presencia mayor a la hora de tener que dirigir los 
destinos de estas empresas. Eso será otra discusión de otra índole que se hará más adelante, más 
profunda, relativa a cómo es la representación que los partidos políticos tienen en el paquete 
accionario del pueblo en las empresas públicas, tema sobre el que no quiero profundizar ahora. Me 
parece que por ahí va si decimos que estas son empresas públicas, del Estado. 


Dejo planteada esa pregunta y la reflexión y si me lo pudieran responder ahora sería mucho 
más satisfactorio para el Partido Nacional; de lo contrario, nos conformamos con la voluntad de buscar 


un acercamiento en una discrepancia que irrita, porque nos da la sensación de que estamos 
simplemente para tomar nota o apuntes para llevar a los partidos. Creo que esa experiencia se logró 
durante este Gobierno o Administración del Presidente Mujica y que debe quedar incorporada a la 
cultura y a la vida política del país de las próximas décadas. 


Me gustaría hacer una pregunta formal, producto de los temas planteados por el señor 
Senador Gallinal. Me quedó de alguna manera picando -por así decirlo- el mecanismo de sustitución de 
un Director. Ante la falta del Director de una empresa -sea porque ha renunciado u otra razón- ni la 
Constitución de la República ni la ley consagran un mecanismo de Directores suplentes que alternen o 
sustituyan al titular. El mecanismo que prevé la Constitución es convocar al titular del Directorio de otra 
empresa para que cubra esa vacante. 


Quizá mi pregunta parezca meramente formal, pero creo que es importante para entender el 
fondo de las cosas. Cada vez que se designa al Director que sustituirá a otro en el Directorio de una 
empresa pública, ¿se establece expresamente en lugar de qué Director desempeñará funciones o no? 
Aquí hay una diferencia formal que considero importante para que no se den situaciones como las que 
planteó el señor Senador Gallinal, es decir, que aparezcan dos personas: una designada por el 
mecanismo constitucional -esto es, mediante venia del Senado- y otra convocada desde otra empresa 
pública, para sustituir a un mismo Director. Me parece que es muy importante que quede clara la 
sustitución, o sea, en lugar de quién ingresará ese Director a cumplir determinadas funciones en forma 
interina. Digo esto porque a la hora de registrar las votaciones y de las responsabilidades que puedan 
existir, se podrían presentar complejidades desde el punto de vista jurídico a raíz de esta situación. 


Por eso, reitero: planteo esta pregunta meramente formal, que puede parecer de escasa 
trascendencia, pero que puede tener su importancia a la hora de medir las decisiones después de 
adoptadas. 


SEÑOR MICHELINI.- Según las Resoluciones del 30 de julio de 2012 y del 12 de marzo de 2013, la 
designación interina de Juan Ángel Gómez y la designación, ya permanente con venia del Senado, de 
María Cristina Arca -salvo que yo me equivoque en la lectura- en principio no están atadas a 
ninguna sustitución de ningún Director. Voy a entregarlas a la Secretaría para que las pueda repartir 
entre los diferentes señores Senadores. 


SEÑOR DA ROSA.- Sin perjuicio de la documentación que está aportando el señor Senador Michelini, 
me parece que es importante señalar que, en un caso, se trata de una titular definitiva votada por el 
mecanismo parlamentario de la venia del Senado; en el otro, es una suplencia de alguien que es 
convocado en función de ser Director de otra empresa pública. Me parece que cuando se convoca al 
Director proveniente de otra empresa pública para que tome determinadas decisiones, en este caso en 
la UTE -u otro organismo- es importante que conste en sustitución de qué Director lo hace, como forma 
de determinar claramente las responsabilidades y el voto de cada uno dentro del Directorio de la 
empresa. 


SEÑOR MINISTRO.- Me gustaría comenzar con algunas apreciaciones de clarificación y luego cederle 
la palabra al doctor Paolino para que se refiera al tema de las designaciones. 


SEÑOR PAOLINO.- No sé si alguien puede acercarme una Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mientras el doctor Paolino busca la norma correspondiente, concedo la 
palabra al señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- La secuencia fue muy clara: cuando el Director Rey renunció al Directorio de 
UTE, el Poder Ejecutivo nombró, en forma interina, al Director Gómez. A su vez, cuando el Director 
Garchitorena renunció a ese mismo Directorio, el Presidente de la República dijo, en nombre del Poder 
Ejecutivo, que no se iba a llenar ninguno de los cargos que había dejado el sector “Vamos Uruguay” del 
Partido Colorado, y después vino la venia por la contadora Arca. 


Quiere decir que es evidente que designaron a Gómez para sustituir interinamente al señor 
Rey y que la venia de Arca fue para sustituirlo definitivamente porque, de lo contrario, no hubiera sido 
cierto lo que había dicho el Presidente de la República de que no iban a sustituir a ninguno de los 
nombres que había propuesto el Partido Colorado. 


Este es el itinerario que se cumplió y que se hizo público, además, por parte del propio 
Presidente. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: tratando de contribuir al debate, quiero decir que el hecho de 
que el Presidente de la República haya dicho que no iba a nombrar sustitutos con respecto al Partido 
Colorado no significa que en algunos Entes Autónomos -si mal no recuerdo, en Antel, pero esto habría 
que verificarlo- que necesitan ciertas mayorías, no haya designado integrantes en forma provisoria. De 
lo contrario, podría ocurrir que en algunos casos los Entes Autónomos no pudieran tomar resoluciones. 


Es más, el señor Senador Lacalle Herrera, ex Presidente de la República, en más de una 
oportunidad -y no sé si no lo hizo en alguna Media Hora Previa- reclamó al Poder Ejecutivo que se 
cesara con estos interinatos que, en algunos casos, estaban supliendo a integrantes del Partido 
Colorado. Proponía exigir al Partido Colorado que diera nombres y, si no lo hacía, que igual se 
llenaran los cargos de los Entes para respetar las mayorías de estos y su constitución. Esto era, entre 
otras cosas, porque el Poder Ejecutivo estaba nombrando Directores no permanentes -provisorios- de 
otros Entes, que debían desatender sus actividades originales, a quienes se los recargaba de 
responsabilidades, como puede ser el caso de Gómez, independientemente de que haya servido 
mucho al tema de UTE. 


Esto apuntaba a que no se generaran estas situaciones en las que, como se suple en forma 
provisoria a esos Directores de Entes Autónomos que renunciaron a pedido del Partido Colorado, se 
dan casos de provisoriato que no se quieren, señor Presidente. 


SEÑOR PAOLINO..- Voy a ser bien breve para no utilizar más tiempo. 


Respecto a la pregunta que hacía el señor Senador Da Rosa, quiero decir que en el punto el 
constituyente fue bastante escueto. La aplicación de la norma, inclusive, es una previsión para otro 
supuesto que no es el que estamos tratando aquí, pero tradicionalmente nos referimos al artículo 198 
de la Constitución. El constituyente habla de la designación interina -no habla de suplente- de 
Directores de Entes para cumplir funciones en otro Ente. Esto llevaría de suyo que el motivo por el cual 
se designa a uno es porque falta otro en el lugar de origen. 


En el Gobierno pasado se designaron Directores interinos en los Directorios de los Entes 
cuando todavía estaba en discusión la participación de otros partidos y nunca llegó a haber titulares 
hasta que, a mediados del período, el Poder Ejecutivo los integró con totalidad de miembros del partido 
de Gobierno. En ese caso no sustituían a nadie en particular. 


Dado lo escueto de la norma constitucional y en función de cómo se la ha interpretado 
tradicionalmente para suplir esa dificultad, en mi opinión no establecería una limitación aunque sí 
podría hacerlo el propio Poder Ejecutivo en su resolución, en tanto designara a Fulano de Tal para 
sustituir a Mengano de Tal. 


Habitualmente, en este período de gobierno y en el anterior, el Poder Ejecutivo no ha puesto 
el nombre de quien es sustituido. En algunos casos, en los fundamentos de la resolución se menciona 
que el Director tal no está por equis razón, pero en la parte resolutiva no se establece que se va a 
sustituir a ese director. En el período pasado no se decía nada porque no había nadie para sustituir ya 
que no se habían designado a los titulares, al menos en los dos primeros años. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que fue por todo el período. 


SEÑOR PAOLINO.- Hasta la mitad del período pasado -no sé exactamente la fecha- al menos el 
Directorio de UTE funcionó con tres miembros, y estaban los Presidentes de Ancap y Antel como 
interinos, hasta que fueron designados el ingeniero Boions y el economista Laureiro, a propuesta del 
Poder Ejecutivo y con la venia del Senado. De cualquier modo, simplemente se trataba de un ejemplo. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso no ocurrió en todos los casos. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, se trata de un tema más bien inherente al Poder Ejecutivo. 
Obviamente, cuando los Directorios no fueron integrados porque no hubo acuerdo político entre los 
partidos, no existieron vacancias generadas por renuncia del titular. Sin embargo, cuando las hay y en 
ese período de Gobierno ya hubo un titular, me parece que el decreto del Poder Ejecutivo debería ser 
claro en cuanto a que ese Director que pertenece a otra empresa pública y es convocado para llenar el 
lugar vacante, sustituirá a tal Director. 


Repito que es un tema de interpretación jurídica más del Poder Ejecutivo que de la esfera de 
la UTE, en este caso. 


SEÑOR MINISTRO.- Lo que quedó clarificado de las actas respectivas es la designación en forma 
interina y permanente de acuerdo con lo que el señor Senador Michelini señalaba. Está muy claro 
quiénes fueron los interinos, los permanentes y el cumplimiento de los acuerdos. 


Por los comentarios y las preguntas que hicieron el señor Senador Heber y, antes, el señor 
Senador Gallinal, quería básicamente retomar el punto de la peculiaridad de las empresas públicas. 


En particular esta empresa pública es una empresa de 6.500 funcionarios, que factura US$ 
2.000:000.000, que invierte en este momento para los uruguayos -en otros años será menos- más de 
US$ 300:000.000 y que, por lo tanto, a lo que propende su Directorio y el Poder Ejecutivo es a la buena 
y mejor administración. Retomo lo primero, porque ese es el objetivo. Lógicamente, la modificación del 
decreto se hizo por razones de desajustes técnicos, porque se trataba de normativas legales que 
desde 1980 no habían sido actualizadas, y por razones de mejor administración, tal como paso a 
detallar en cada uno de los artículos. 


Se modificó el literal a), como ya lo expliqué, en función de que ahora hay una política 
sectorial; es un tema técnico. El literal b) se modifica en función de que aquí se habla solo del dictado 
de los Reglamentos conducentes al eficaz cumplimiento de los cometidos del Ente y no del Estatuto de 
los Funcionarios. En el literal c) se habla de proyectar las normas relativas al Estatuto; es un tema 
normativo. En el literal d) se define la encomienda de funciones, que es un tema de buena 
administración, que estaba vigente desde el año 2005. No vamos a extendernos a este respecto, 
porque ya fue explicado. El literal f) no se modifica, tampoco el g) y el h), se mantiene el j). Continúa a 
cargo del Directorio lo cometido en el literal k); solo se suprime por un tema de redacción lo referente a 
las funciones. Se cambia la redacción del artículo en cuanto al literal |), para englobar a todo tipo de 
contratos, porque la actualización implicaba lo relativo a licitaciones, compras directas. Se suprime la 
frase del literal m): “Interpretar con carácter general las reglamentaciones que rigen al servicio a su 
cargo”, porque no tenía sentido esta precisión dentro de la normativa. Se modifica la expresión que 
aparecía en el literal n). Ahora se dice: “Delegar en el Presidente y en los jerarcas subordinados las 
atribuciones que estime conveniente para un más eficaz funcionamiento del servicio, salvo aquellas 
que sean indelegables de acuerdo con la Constitución y la Ley”. Este es un ajuste técnico, porque 
antes se hablaba de “privativas”. Se cambia lo relativo a cuatro sesiones ordinarias por mes, 
otorgándose una mayor flexibilidad a partir de la nueva redacción. También se modifica el sistema de 
quórum para sesionar -ahora verán por qué hago el repaso completo y muy rápido- se va a la 
redacción de que es necesaria la presencia personal de los Directores, se pasa a la votación de la 
asistencia personal, a cuántos votos se necesitan, mayoría simple. Ya se aclararon los temas de la 
unanimidad y mayoría, que van en la dirección del buen funcionamiento de la empresa. Está el tema de 
la Gerencia General, que fue ampliamente explicado en cuanto a que en todo empresa este cargo 
responde a la administración y, en definitiva, estas son las tareas que se le encargan al Directorio. 


En definitiva, señores Senadores, el decreto tiene una cantidad de modificaciones que se 
pueden ver y que se hicieron con la intención de lograr un buen ajuste técnico, normativo y de buena 
administración. Pero, si además de eso, porque hay una función de contralor -ahora viene la parte 
pública, no solo de empresa- y de ayuda en determinados temas, se entiende que hay sugerencias que 
mejoran el funcionamiento de la empresa, estamos abiertos a conversar. Pero queda claro de la lectura 
detallada que acabo de hacer cuáles son los objetivos de cada uno de los temas que, básicamente, 
van en ese camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro de Industria, Energía y Minería, al señor 
Presidente del Directorio de UTE, al señor Director General de Secretaría del Ministerio y sus asesores 
su presencia aquí esta tarde. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, el señor Presidente del 
Directorio de UTE, el señor Director General de Secretaría del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y asesores.) 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: salvo mejor opinión, pienso que después de una jornada de 
trabajo tan intensa de más de ocho horas de continuo desde que comenzó la sesión del Senado, sería 
sano y sabio continuar mañana porque creo que ahora no estamos en condiciones de ponernos de 
acuerdo para poder avanzar en el tema. 


Por lo tanto, propongo que se levante la sesión y continuemos con el Orden del Día mañana 
a la hora 9 y 30. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según he conversado con algunos señores Senadores -entre ellos, el señor 
Senador Moreira- habría acuerdo en comenzar a la hora 10, lo que me parece más razonable. 


Si no hay observaciones, así se procederá. 
(Apoyados.) 
-No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 48 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


